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(Perú)
I.
LEGISLACIÓN

	1. ¿Cómo se inserta la Convención de Belém do Pará en la legislación de su país? ¿Puede ser aplicada directamente o requiere de un mecanismo de incorporación expreso al ordenamiento nacional? En caso de que sea lo segundo, ¿se ha seguido dicho mecanismo? De no ser así, indicar las razones.


La Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer-Convención Belém do Pará, fue aprobada por el Perú mediante Resolución Legislativa N° 26583 del 11 de marzo de 1996,  ratificada el 02 de abril del mismo año.  Esta Convención forma parte del ordenamiento jurídico peruano desde su publicación, tal como lo proclama el artículo 55o de la Constitución Política del Perú, al señalar: “Los tratados celebrados por el Estado y en vigor forman parte del derecho nacional”. 

Esta convención puede ser aplicada de manara directa ya que se ha seguido el procedimiento previsto por el Estado peruano para su aprobación; de conformidad con el Artículo 56° de la Constitución Política del Perú, el cual señala que “Los tratados deben ser aprobados por el Congreso antes de su ratificación por el Presidente de la República, siempre que versen sobre las siguientes materias: 1.Derechos Humanos...”

	2. ¿Existen en la legislación nacional disposiciones que incluyan la definición de violencia contra las mujeres, distinguiéndola de la violencia intrafamiliar, familiar o doméstica, y que incluya como elementos:

a) Acción, omisión  o conducta contra las mujeres por su condición de ser mujeres?

b) Que tenga como resultado la muerte, daño o sufrimiento?

c) Que dicho daño o sufrimiento sea físico, sexual o psicológico?

d) Que las afectadas sean mujeres, niñas y adolescentes?

e) Que dicha afectación se produzca tanto en el ámbito público como privado?

De existir, favor informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional
/?




El Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer 2009-2015 aprobado por DS 003-2009-MIMDES, del 23 de marzo del 2009, contiene disposiciones que incluyen la definición de violencia contra las mujeres de manera específica, señalando sus tipos, formas, ámbitos, impacto y consecuencias.

Este Plan propone como visión, la construcción de una sociedad que garantice a las mujeres, sin distinción de edad, estado civil, nivel socioeconómico, nivel educativo, etnia, capacidad, ocupación, orientación sexual u otros, el derecho a una vida libre de violencia; a través del trato digno, del establecimiento de relaciones de igualdad entre mujeres y hombres, y de la eliminación de patrones socio-culturales discriminatorios, en un marco de seguridad y de vigencia plena de los derechos humanos. 
En esta norma se define la violencia contra la mujer como  “Cualquier acción o conducta  que,  basada en su condición de género, cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado”.   

Además señala que “Se  entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y  psicológica: 

a.
Que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la  mujer, y que comprende,  entre otros, violación, maltrato y abuso sexual;

b.
Que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar.

c.
Que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, donde quiera que ocurra. 

Esta norma señala que la violencia hacia las mujeres, independiente del espacio en que se produzca, tiene graves efectos a nivel individual y social. 

En el primer caso (nivel individual) ocasiona serios daños físicos y psicológicos que incluso pueden acabar con la vida de las mujeres e indica que las sobrevivientes suelen padecer a lo largo de toda su vida trastornos emocionales, problemas de salud mental e incluso limitaciones para disfrutar de una vida sexual sana y satisfactoria. En el caso de las mujeres víctimas de abuso sexual, corren mayor riesgo de infectarse con el VHI. 

En el ámbito social, la violencia contra las mujeres impacta negativamente en las posibilidades de desarrollo de una comunidad y constituye un obstáculo para salir de la pobreza, ya que disminuye capacidades, genera gastos debido a la atención que se demanda en salud, seguridad y tutela judicial y ocasiona pérdidas en el PBI nacional por las inasistencias laborales y la baja productividad de sus víctimas, quienes mayoritariamente se ubican en el segmento etario que corresponde a la población económicamente activa. En general, la violencia contra las mujeres termina quebrando a las familias como espacio de protección y descapitalizando a la sociedad en su conjunto.

Este plan incluye dentro del diagnóstico general al feminicidio como una forma extrema de violencia basada en género, y dentro de su objetivo estratégico 1, precisa la importancia de Garantizar la adopción e implementación de políticas públicas orientadas a enfrentar el problema de la violencia hacia las mujeres, desde un enfoque intersectorial y participativo en los diversos niveles de gobierno, siendo uno de sus objetivos específicos el producir información para la comprensión y conocimiento de la violencia basada en género
/. 

Conforme se puede apreciar el Plan Nacional contra la Violencia Hacia la Mujer aprobado por Decreto Supremo, define la violencia contra las mujeres de manera específica, distinguiendo como elementos constitutivos de dicha violencia: los resultados de daño, sufrimiento o muerte, los tipos de daño físico, psicológico y sexual, se refiere como grupos más vulnerables a los integrados por mujeres indígenas, afrodescendientes y campesinas, y el impacto negativo que tiene la violencia hacia las mujeres en el desarrollo de capacidades, disminución de la pobreza, gasto público y el PBI.

	3. ¿Existen en su legislación disposiciones civiles, penales o administrativas que prevengan, sancionen o erradiquen las siguientes formas de violencia:

a) Violencia física?

b) Violencia psicológica?

c) Violencia sexual?

d) Violencia patrimonial o económica?

e) Otros tipos de violencia? Especificar:…

En caso afirmativo, favor informar sobre:

· Su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica, incluyendo los artículos que definan la violación sexual.

· Si entre los perpetradores se cuenta a los particulares y a los agentes del Estado
/
· Existe alguna forma de reparación para las víctimas.


Sí, existen disposiciones expresas que sancionan los diversos tipos de violencia hacia las mujeres, incluyen la violencia física, psicológica, sexual, hostigamiento sexual, no se ha legislado sobre la violencia económica/patrimonial. Actualmente se está realizando la revisión en el Congreso de la Ley de Protección contra la Violencia Familiar con el objetivo, que este tipo de violencia sea considerada y tipificada como delito. El Plan nacional contra la violencia hacia la mujer 2009-2015 aprobado en el 2009, si precisa como formas de violencia que no se han desarrollado aún en la legislación el feminicidio
/ y la homofobia
/. 

El marco normativo nacional actual es bastante amplio en la materia de violencia hacia las mujeres, destacándose principalmente:

•
Constitución Política del Perú (30.12.1993). Particularmente en los artículos 2.1º, que consagra el derecho a la vida, identidad, integridad moral, psíquica y física y al libre desarrollo y bienestar; el 2.2º que hace referencia a la igualdad; el 2.20º a ser atendido por la autoridad competente; el 2.24.b, que señala libertad y seguridad personales y el artículo 2.24.h, que nadie puede ser víctima de violencia moral, psíquica o física, ni sometido a tortura o a tratos crueles inhumanos o humillantes.

•
Ley Nº 28983. Ley de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres (16.03.2007). Son principios de esta Ley: El reconocimiento de la equidad de género, desterrando prácticas, concepciones y lenguajes que justifiquen la superioridad de alguno de los sexos. Asimismo, establece las garantías para el ejercicio de derechos y acceso a oportunidades sin discriminación, entre ellos el acceso a la justicia. Finalmente, esta Ley establece en su artículo 6 como lineamiento del Poder Ejecutivo, Gobiernos Locales y Regionales, desarrollar políticas, planes y programas para la prevención, atención y eliminación de la violencia en todas sus formas y en todos sus espacios, en especial la ejercida contra las mujeres.

•
Ley Nº 26842. Ley General de Salud (27.07.97). Establece el derecho a la recuperación, rehabilitación de la salud física y mental, así como del consentimiento informado, clave para prevenir la violencia hacia las mujeres desde la prestación de servicios y para que ellas puedan tomar decisiones libres. Complementariamente mediante Resolución Ministerial No. 668-2004-MINSA
, promulgó la Guía Nacional de atención integral de salud sexual y reproductiva, dentro de la cual contempló el protocolo de atención de la violencia basada en género, señalando que ésta es muy frecuente en nuestro medio y en las usuarias de los servicios de salud reproductiva ha sido encontrada con una frecuencia mayor al 50%, la que no discrimina si la mujer está o no gestando. Asimismo, clasifica la Violencia Basada en Género como: psicológica, física, sexual y económica.

•
Ley Nº 27942. Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual (26.02.2003). Y su Reglamento el D.S. Nº 010 – 2003 – MIMDES. Sanciona el hostigamiento sexual producido en el marco de las relaciones de autoridad o dependencia, sin embargo no lo considera delito y las sanciones son adminsitrativas.

•
D.S. Nº 027-2007-PCM Políticas Nacionales de obligatorio cumplimiento para las entidades del Gobierno Nacional (25/03/2007) - Impulsar en la sociedad, en sus acciones y comunicaciones, la adopción de valores, prácticas, actitudes y comportamientos equitativos entre hombres y mujeres, para garantizar el derecho a la no discriminación de las mujeres y la erradicación de la violencia familiar y sexual.

•
D.S. Nº 006-97- JUS. Texto Único Ordenado de la Ley Nº 26260
/ y su reglamento aprobado mediante D.S. Nº 002 – 98 – JUS, Ley de Protección Frente a la Violencia Familiar (25/02/98). Señala las políticas orientadas directamente a la erradicación de la violencia familiar; establece el proceso de denuncia, investigación y sanción frente a casos de violencia familiar. La legislación nacional de violencia familiar
 considera la violencia psicológica, física y sexual (artículo 2° de la Ley N° 26260 – Ley de Protección Frente a la Violencia Familiar), sin embargo no contempla la violencia patrimonial ni económica.

A efectos de corregir esta omisión el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social ha planteado a la Comisión Revisora del Texto de la Ley 26260 – Ley de Protección frente a la Violencia Familiar, se incorpore como modalidad la violencia económica al nuevo texto de la norma y la propuesta ha sido aceptada. Se encuentra en fase de redacción actualmente, con miras a presentar al pleno el integro de su trabajo en Diciembre de 2010 para la votación respectiva.

· D.S. Nº 010-2009-MIMDES
: Crea el Registro de víctimas de Feminicidio
  y precisa “La labor de análisis periódico y sistematización de los casos incluidos en el registro de víctimas de feminicidios a cargo del Programa Nacional Contra la Violencia Familiar y Sexual y de la Dirección de la Mujer, que diseñarán a partir de ello las estrategias con los diversos sectores del Estado y los diferentes niveles de gobierno para enfrentar de manera efectiva el problema”
.  

· Ley Orgánica Nº 27779
- modifica la estructura ministerial del Poder Ejecutivo creándose el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social – MIMDES
, estableciendo que su mandato es diseñar, proponer y ejecutar la política de desarrollo social y humano promoviendo la equidad de género y la igualdad de oportunidades para la mujer, la niñez, la tercera edad y las poblaciones en situación de pobreza y pobreza extrema, discriminadas y excluidas. Señala adicionalmente que una de las funciones primordiales del MIMDES es la de promover el desarrollo de la mujer, del niño y del adolescente a través de la generación de planes, programas y  proyectos orientados en especial a la protección frente a la violencia familiar y sexual. 

•
Código Penal de 1991 y modificatorias. Incorpora figuras que criminalizan distintas modalidades de violencia familiar y sexual contra las mujeres.

•
Acuerdo Nacional. Suscrito el 22 de julio de 2002. Incorpora el abordaje de la violencia hacia la mujer en la Sétima Política de Estado: Erradicación de la violencia y fortalecimiento del civismo y de la seguridad ciudadana, Décima Política de Estado: Promoción de la igualdad de oportunidades sin discriminación, Vigésimo Octava Política de Estado: Plena Vigencia de la Constitución y de los Derechos Humanos y Acceso a la justicia e Independencia Judicial.

•
Ley Nº 27867. Ley Orgánica de Gobiernos Regionales (18/11/2002), señala funciones especificas a los gobiernos regionales, en especial, en el artículo 47, funciones en materia de educación, cultura, ciencia, tecnología, deporte y recreación y el artículo 60º funciones en materia de desarrollo social e igualdad de oportunidades. A su vez en señala que es obligación de los Gobiernos regionales: “Formular políticas, regular, dirigir, ejecutar, promover, supervisar y controlar las acciones orientadas a la prevención de la violencia ... familiar y sexual “(Cap. I Art. 60, Inc c). 

Finalmente, también señala como uno de sus principios rectores, la eliminación de toda forma de discriminación incluida la de género. 

•
Ley Nº 27972. Ley Orgánica de Municipalidades (27/05/2003). Señala en el artículo 73º, que es materia de competencia municipal, la implementación de servicios públicos locales y el desarrollo de programas sociales, defensa y promoción de derechos ciudadanos. En concordancia con la Ley marco de protección frente a la violencia familiar en su Art. 3° sobre políticas y acciones del estado: “Promover a nivel municipal políticas, programas y servicios de prevención, atención y rehabilitación, como defensorías de la mujer, hogares temporales de refugio, servicios de consejería, grupos de ayuda mutua ... entre otros”.

•
Ley Nº 27933
/. Ley del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana y su Reglamento
/. Elaborado por la Secretaría Técnica del Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana, establece que son obligaciones del Alcalde, del Comisario y del Jefe Policial: Desarrollar, con apoyo multisectorial, programas y campañas contra la violencia familiar y de reinserción con niños y adolescentes en riesgo, en coordinación con los Centros de Emergencia Mujer.

Planes Nacionales.-

•
Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Varones 2006–2010
/
Propone un conjunto de estrategias con el fin de lograr que las mujeres accedan a la igualdad de oportunidades. En este Plan, la violencia hacia las mujeres es reconocida como obstáculo importante para el desarrollo y plantea su reducción a través de la mejora de la prevención y la puesta en marcha de sistemas de atención en el marco de una cultura de paz y equidad de género (Resultado Nº 9). 

Para ello plantea la introducción de mensajes positivos sobre relaciones equitativas entre mujeres y varones y la reducción de la emisión de imágenes y contenidos sexistas y discriminatorios (Resultado Nº 6). 

Propone también el fomento de valores, actitudes y relaciones que promueven la equidad de género entre varones y mujeres (Resultado Nº 8), la introducción de valores relacionados al respeto y a la equidad de género en todos los niveles del sistema educativo (Resultado Nº 7) y señala la obligación de los organismos públicos nacionales, regionales y locales, de formular, gestionar y evaluar políticas públicas con equidad de género (Resultado Nº 2). Asimismo determina responsabilidades a los Gobiernos Locales para generar opinión pública contraria a la violencia contra la mujer y proveer una cultura de paz.

•
Plan Nacional contra la Violencia Hacia la Mujer 2009-2015
/
En un primer acercamiento desde las políticas públicas a la violencia basada en género, se reconoció la importancia de proteger a las mujeres víctimas de violencia familiar y/o sexual, se crearon los Centros de Emergencia Mujer
/ y se diseñó el primer Plan Nacional contra la Violencia Hacia la Mujer 2002-2007
/. En el año 2009, se establece el ya mencionado Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer 2009-2015 que plantea como visión, la construcción de una sociedad que garantiza a las mujeres, el derecho a una vida libre de violencia. 

El Plan es un instrumento de política que implica la acción conjunta del Estado y de la Sociedad, en tres ámbitos: 

i) La implementación de acciones tendientes a garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia; 

ii) El acceso a servicios públicos de calidad y; 
iii) La promoción de cambios en los patrones socio-culturales hacia nuevas formas de relaciones sociales entre mujeres y hombres basadas en el respeto pleno de los derechos humanos. 
•
Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia (PNAIA) 2002 – 2010.

Tiene como finalidad, establecer un conjunto de acciones orientadas a asegurar una vida sana para niñas y niños, ofrecer una educación básica de calidad, crear espacios de participación e instituir un sistema de garantías. Incorpora en el resultado Nº 14, la prevención y disminución de la violencia adolescente, y señala que por lo menos, el 60% de los y las adolescentes, de zonas de riesgo, accederán a programas de buen uso del tiempo libre, se habrá reducido el número de adolescentes infractores, el desarrollo de capacidades de los establecimientos públicos para atender los casos de violencia y el desarrollo de actividades educativas que promuevan valores democráticos (igualdad y libertad). Establece asimismo, la consolidación de un ordenamiento jurídico y del sistema de administración de justicia (Resultado 17), que dé respuesta a la problemática de violencia contra los niños y niñas y adolescentes, incluyendo el abordaje de explotación sexual infantil (Resultado 21). Asimismo, dentro de los alcances de lograr una maternidad saludable, plantea la atención oportuna del 100% de los casos de violencia contra la mujer gestante que han sido identificados como tales.

•
Plan Nacional para las Personas Adultas Mayores 2006-2010

Las diferencias de género en el envejecimiento se evidencian en diferentes aspectos. Así las mujeres viven más tiempo que los hombres pero con menor calidad de vida. Las mujeres registran mayores tasas de discapacidad en edades más avanzadas, como resultado de cargas acumuladas a lo largo del ciclo de vida y de los roles de género desempeñados. El estado de salud de las mujeres mayores se resiente debido a falta de acceso a los servicios de salud, de educación y por la deficiente nutrición de los años anteriores. El Plan propone como objetivo de la Política de envejecimiento saludable la mejora del bienestar físico, psíquico y social de la persona adulta mayor a través del incremento en la cobertura y calidad en los servicios socio sanitarios, la garantía de una asistencia alimentaria y nutricional, y la generación de oportunidades para una vida armónica dentro de su familia y su comunidad. Asimismo, señala entre las políticas de educación, conciencia y cultura sobre el envejecimiento y la vejez, la promoción de la igualdad de oportunidades y combatir la discriminación hacia las personas adultas mayores (medida 39)
/.

•
Plan Nacional de Apoyo a la Familia PNAF 2004-2011, ha incorporado dentro de sus estrategias, difundir el grave daño que causa la violencia familiar y sexual, incluyendo el incesto.

•
Plan de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad 2009- 2018, orientado a mejorar la calidad de vida de la población con 
discapacidad por medio de la prevención, atención preferente, adopción de acciones afirmativas y el fortalecimiento y ampliación de servicios existentes. Entre esas acciones debe considerarse medidas para prevenir la violencia contra las personas con discapacidad, especialmente las mujeres.

	4. ¿Se incluyen en la legislación disposiciones para la prevención y sanción de la trata nacional e internacional de personas, incluso mujeres? ¿Se encuentran dichas disposiciones de acuerdo al Protocolo de Palermo y se regulan en forma separada de la figura de prostitución forzada?

De existir, favor de informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿Qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional?
/



Sí se incluyen en la legislación disposiciones para la prevención y sanción de la Trata Nacional e Internacional de personas, especialmente mujeres. Estas disposiciones han recogido la definición de Trata del Protocolo de Palermo, sin embargo no se regulan de manera separada a la prostitución forzada sino que la incluyen
/.

El marco nacional sobre la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes es el siguiente:

•
Ley Nº 28950. Ley contra la Trata de Personas y el Tráfico de Migrantes (16.01.2007) y su Reglamento el D.S. Nº 007-2008-IN (30.11.2008). Contiene todas las formas de trata contempladas en el Protocolo de Palermo e incluye la extracción o tráfico de órganos o tejidos humanos. 

Se cuenta con una Comisión Multisectorial contra la Trata de Personas, presidida por el Ministerio del Interior, y esta se encuentra conformada por el MIMDES, el Ministerio Público, el Ministerio de Turismo y Comercio Exterior, el Ministerio de Trabajo, el Ministerio de Relaciones Exteriores y el Ministerio de Salud quienes deberán articular sus acciones para un mejor resultado. 

En cuanto a la prostitución forzada la legislación nacional está contemplada en el Código Penal en su artículo 182  inmerso en el delito de Trata de Personas. Se utiliza el término de explotación sexual comercial infantil en el caso de los/las niños, niñas y adolescentes y tiene como agravante el Turismo Sexual Infantil
/.

•
Resolución Ministerial Nº 2570-2006-IN/0105. Institucionalizan el “Sistema de Registro y estadística del Delito de Trata de Personas y afines (RETA)” que se complementa con la Resolución Ministerial Nº 129-2007-IN/0105. Aprueban Directiva “Procedimiento para el ingreso, registro, consulta y reporte de datos del sistema de registro y estadística del delito de Trata de Personas y Afines (RETA)” Este sistema permite mejorar la persecución del Delito de Trata de Personas, a través de este se ha logrado focalizar la ayuda a nivel nacional y convocar al Estado en las zonas con mayor presencia de víctimas y tratantes. Sus mejores resultados han sido un mapa de Trata de Personas que permite visualizar las rutas de destino y origen del delito.

	5. ¿Se incluyen en la legislación disposiciones para la prevención y sanción de la prostitución forzada?  ¿Se encuentran dichas disposiciones de acuerdo al Estatuto de Roma que crea la Corte Penal Internacional y en forma separada de la figura de trata de personas incluso mujeres?

De existir, favor de informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿Qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional
/?




Si, el Código Penal Peruano en su capítulo X, sanciona el Proxenetismo, consistente en obtener beneficios económicos de la prostitución de otra persona, en tal sentido desarrolla en los artículo 179°, 179-A°, 180°, 181°, 181-A° y 181-B°, los delitos de favorecimiento a la prostitución, usuario cliente, rufianismo, proxenetismo, explotación sexual comercial infantil y adolescente en el ámbito del turismo; artículos que a continuación se detallan.

CAPÍTULO X PROXENETISMO

Artículo 179.- Favorecimiento a la prostitución

El que promueve o favorece la prostitución de otra persona, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de seis años.

La pena será no menor de cinco ni mayor de doce años cuando:

1.
La víctima es menor de dieciocho años.

2.
El autor emplea violencia, engaño, abuso de autoridad, o cualquier medio de intimidación.

3.
La víctima se encuentra privada de discernimiento por cualquier causa.

4.
El autor es pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, o es cónyuge, concubino, adoptante, tutor o curador o tiene al agraviado a su cuidado por cualquier motivo.

5.
La víctima ha sido desarraigada de su domicilio habitual con la finalidad de prostituirla o está en situación de abandono o de extrema necesidad económica.

6.
El autor haya hecho del proxenetismo su oficio o modo de vida.

7.
Si el agente actúa como integrante de una organización delictiva o banda.

Artículo 179-A.- Usuario-cliente

El que, mediante una prestación económica o ventaja de cualquier naturaleza tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza otros actos análogos introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías con una persona de catorce y menor de dieciocho años, será reprimido con pena privativa de la libertad no menor de cuatro ni mayor de seis años.

Artículo 180.- Rufianismo

El que explota la ganancia obtenida por una persona que ejerce la prostitución será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de ocho años.

Si la víctima tiene entre catorce y menos de dieciocho años, la pena será no menor de seis ni mayor de diez años.

Si la víctima tiene menos de catorce años, o es cónyuge, conviviente, descendiente, hijo adoptivo, hijo de su cónyuge o de su conviviente o si está a su cuidado, la pena será no menor de ocho ni mayor de doce años.

Artículo 181.- Proxenetismo

El que compromete, seduce, o sustrae a una persona para entregarla a otro con el objeto de tener acceso carnal, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de seis años.

La pena será no menor de seis ni mayor de doce años, cuando:

1.
La víctima tiene menos de dieciocho años.

2.
El agente emplea violencia, amenaza, abuso de autoridad u otro medio de coerción.

3.
La víctima es cónyuge, concubina, descendiente, hijo adoptivo, hijo de su cónyuge o de su concubina, o si está a su cuidado.

4.
Si el agente actúa como integrante de una organización delictiva o banda.

5.
La víctima es entregada a un proxeneta.

Artículo 181-A.- Explotación sexual comercial infantil y adolescente en ámbito del turismo

El que promueve, publicita, favorece o facilita la explotación sexual comercial en el ámbito del turismo, a través de cualquier medio escrito, folleto, impreso, visual, audible, electrónico, magnético o a través de Internet, con el objeto de ofrecer relaciones sexuales de carácter comercial de personas de catorce (14) y menos de dieciocho (18) años de edad será reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro (4) ni mayor de ocho (8) años.

Si la víctima es menor de catorce años, el agente, será reprimido con pena privativa de la libertad no menor de seis (6) ni mayor de ocho (8) años.

El agente también será sancionado con inhabilitación conforme al artículo 36 incisos 1, 2, 4 y 5.

Será no menor de ocho (8) ni mayor de diez (10) años de pena privativa de la libertad cuando ha sido cometido por autoridad pública, sus ascendientes, maestro o persona que ha tenido a su cuidado por cualquier título a la víctima.

Artículo 181-B.- Formas agravadas 

En los casos de los delitos previstos en los artículos 179, 181 y 181-A, cuando el agente sea el padre o la madre, el tutor o curador, en la sentencia se impondrá, además de la pena privativa de libertad que corresponda, la pena accesoria de inhabilitación a que se refiere el numeral 5) del artículo 36. 

El Perú, con fecha 13 de setiembre del 2001 aprobó, mediante Resolución Legislativa N° 27517 el Estatuto de Roma, el cual fue ratificado mediante Decreto Supremo N° 079-2001-RE del 5 de octubre del mismo año; el cual entró en vigencia el 01 de julio del 2002. 

El nuevo Código Procesal Penal, adoptado mediante Decreto Legislativo No. 957 del 29 de julio del 2004, contiene una sección con cuatro títulos referido a la cooperación con la Corte Penal Internacional.

Con respecto a la trata de personas en especial de mujeres, niños y niñas, se tratará en el punto respectivo. 

	6. ¿Se encuentra sancionado el acoso sexual en los ámbitos:

a) Laboral?

b) De salud?

c) Educativo?

d) En otros ámbitos? Especificar:…

De existir, favor informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica, incluyendo el tipo de sanción.

De no existir. ¿Qué medidas se han tomado para incluirlo en la legislación nacional
/?




Si, contamos desde el año 2003, con la Ley Nº 27942 “Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento  Sexual,  reglamentada  posteriormente  por  el D.S. Nº 010-2003-MIMDES del 26/11/2003,  legislación que  amplía el  marco de protección contra la violencia de género en el ámbito laboral.

El ámbito de aplicación de la Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual se encuentra especificado en el artículo 2°, comprendiendo los centros de trabajo públicos y privados, instituciones educativas, instituciones policiales y militares, y las demás personas intervinientes en las relaciones de sujeción no reguladas por el derecho laboral, tales como la prestación de servicios sujetas a las normas del Código Civil, la formación de aprendices del Servicio Nacional de Adiestramiento en Trabajo Industrial (SENATI), los Programas de Capacitación para el trabajo, el acceso a centros de educación superior, y otras modalidades similares.

La norma tiene como objeto prevenir y sancionar el hostigamiento sexual, para cumplir este fin, el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social, en su rol de ente rector de la aplicación de la normatividad que elimine la desigualdad entre mujeres y hombres, ha implementado una serie de medidas que vele por el respecto a los derechos de la mujer en especial en la eliminación de toda forma de violencia.

Con fecha 08 de Noviembre del 2009, se promulgo la Ley No 29430, Ley que modifica la Ley No 27942, Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual, norma que constituye una victoria frente a vacíos legales existentes, regula entre otras la incorporación del hostigamiento ambiental, responsabilidades del empleador, falsa queja).

Asimismo, Ley 29497, que aprueban Ley Procesal del Trabajo, fue promulgada el, 15 de Enero del 2010, y establece en su Art.2. la competencia por materia de los jueces especializados de trabajo, entre ellos: (…) d) El cese de los actos de hostilidad del empleador, incluidos los actos de acoso moral y hostigamiento sexual, conforme a la ley de la materia.

La autoridad Nacional de Servicio Civil, promulgo el 14 de Enero del 2010, su Texto Único Ordenado de la Normatividad del Servicio Civil (...), norma que regula la prestación de servicios personales, subordinada y remunerada entre una entidad de la administración pública y un empleado, estableciendo en su Art.79: Son faltas de carácter disciplinario: el incurrir en materia de actos de hostigamiento sexual.

Se ha impulsado la emisión de diversas normas para la prevención, investigación y sanción del hostigamiento sexual al interior de instituciones, siendo las siguientes:

1. Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social: R.M. 746-2005-MIMDES. Aprueba la Directiva General Nº 014-2005-MIMDES, "Procedimientos para la Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual en el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social - MIMDES".

2. Ministerio de Economía y Finanzas; Resolución Ministerial. No 530-2008-EF/43, aprobó la Directiva  No 04-2008-EF/43.71 “Normas y Procedimientos para la prevención y sanción del hostigamiento sexual. 

3. Ministerio de Transportes y Comunicaciones: Resolución Ministerial Nº  710-2007-MTC/0, aprobó la Directiva Nº 006-2007-MTC/01, sobre normas y procedimientos para la Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual. 

4. Ministerio de Educación: Resolución Ministerial N° 0201-2009-ED que aprueba la Directiva No 006-2009-ME/SG "Procedimientos para la Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual en el Sector Educación." Asimismo, el 30 de Abril del 2008 emitió la Resolución  de Secretaria General No 382-2008-ED  que modifica el artículo 30°  del Reglamento Interno del Ministerio, que incluye como falta disciplinaria: el trabajador que incurra en actos de hostigamiento sexual. 

5. También ha aprobado
/ los Lineamientos de Acción en caso de maltrato físico y/o psicológico, hostigamiento sexual y violación de la libertad sexual a estudiantes de Instituciones Educativas. Esta norma complementa
/, la Directiva para el desarrollo del año escolar 2008, la cual establece que la Dirección de la Unidad de Gestión Educativa  Local y Dirección Regional Educativa, efectuara acciones de prevención y detección de los/as servidores y funcionarios que incurran en faltas por hostigamiento sexual, los mismos que serán procesados administrativamente y sancionados, según la gravedad de los hechos, independientemente del proceso judicial a que hubiere lugar.

6. Ministerio de Defensa: Resolución Ministerial No 133-2009-DE-SG, que aprueba la Directiva General No 007-2008-MINDEF/VRD/DGRRHH, sobre Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual para el personal militar y Civil de las Fuerzas Armadas"; Directiva General No 005-2008-MINDEF-VRD-DGRRHH sobre Prevención y Sanción de los Actos de Hostigamiento Sexual entre cadetes, alumnos y reclutas de los Centros de Formación y Unidades de Tropa de las Fuerzas Armadas. Directiva General No 006-2008-MINDEEF-VRD-DGRRHH, sobre Relaciones Interpersonales del Personal Militar de las Instituciones Armadas.

7. Poder Judicial: Resolución Administrativa N° 147-2009-CE-PJ que norma el  procedimiento para prevenir, investigar y sancionar los actos de hostigamiento sexual típico, chantaje sexual, y/o acoso sexual  que se susciten en las relaciones de autoridad o dependencia en las sedes y dependencias administrativas y jurisdiccionales del Poder Judicial a nivel nacional.

SUNARP-MINJUS: Resolución de Gerencia General N° 200-SUNARP/GG, modifica el objeto de la "Directiva de Procedimientos para la Prevención y Sanción de los Actos de Hostigamiento Sexual en Sede Central y en las Zonas Registrales de la SUNARP."

Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo :Directiva General No 08-2008-MTPE/4, aprobado mediante Resolución del Secretario General No 077-2008-TR/SG, plantea como objetivo establecer normas y procedimientos para la prevención y sanción de los actos de hostigamiento sexual en el Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo  aprobó
 el reglamento  de la Ley General de Inspección del Trabajo, señalando que son consideradas infracciones muy graves los actos de hostilidad y hostigamiento sexual u otro que afecte la dignidad del trabajador o el ejercicio de sus derechos constitucionales.
La Policía Nacional del Perú, en su Ley Nº 29356: Ley del régimen disciplinario, de fecha 11 de Mayo del 2009, señala diversas infracciones para las manifestaciones de hostigamiento sexual, entre ellos el de separación definitiva de las Escuelas de Formación por infracción disciplinaria por incurrir en  actos tipificados como hostigamiento sexual, en perjuicio de una persona de sexo opuesto o del mismo sexo (numeral 5).

Instituto de Defensa Civil: Resolución Jefatural No 476-2008-INDECI, que aprueba la Directiva No 010-2008-INDECI/6.1, Plantea como objetivos  la prevención y sanción de los actos de hostigamiento sexual  en la Sede Central del INDECI y sus órganos desconcentrados.

Dirección Nacional de Inteligencia: Directiva N° 007-DINI-2009 de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual.

A nivel subnacional contamos con 15  Gobiernos Regionales que declaran de interés la prevención y sanción del hostigamiento sexual.

1.-
G.R. Ancash, la Ordenanza Regional Nº 18 - 2007 - Región Ancash /CR del 13 de marzo del 2008, declara  de interés prioritario regional la prevención, atención y protección frente al hostigamiento sexual.

2.-
G.R. Pasco,  la Ordenanza Regional No 163-2008-G.R.PASCO/CR, Emitido el 28 de Mayo del 2008.

3.-
G.R. Cajamarca, La Resolución Ejecutiva Regional No 109-2008-GR-CAJ-P: Establecen procedimientos para la prevención y sanción del Hostigamiento Sexual en las Entidades y Dependencias que conformen el Gobierno Regional de Cajamarca.

4.-
G.R. Ucayali, la Resolución Ejecutiva Regional Nº 2205-2009-G.R.UCAYALI-P, 27 de Noviembre del 2009.

5.-
G.R. Madre de Dios, la Ordenanza No 18-2009-GRMDD/CR, 29 de Agosto del 2009.

6.-
G.R. Amazonas, la Ordenanza Regional No 225-GRA-CR, 15 de Febrero del 2009.

7.-
G.R. Huanuco, la Ordenanza Regional No 57-2009-CR-GRH, 8 de Mayo del 2009.

8.-
G.R. Piura, la Ordenanza No 176-2009/GRP-CR, 05 de Diciembre del 2009, Declarar de Necesidad Publica regional, Implementar las acciones para la prevención, atención y protección  frente al Hostigamiento sexual en el ámbito del Gobierno Regional Piura.

9.-
G.R. Ayacucho, la Ordenanza Regional Nº 026-2009-GRA/CR, 30 de diciembre del 2009, Declarar  de interés regional la prevención, atención y protección frente al hostigamiento sexual.

10.-
G.R. Huancavelica, la Ordenanza Regional Nº 115 - Gob. Reg.-Hvca/CR, del 15 de Octubre del 2008, el cual declara de interés  regional la prevención, atención y protección frente al hostigamiento sexual; crea el Sistema Regional de Prevención del Hostigamiento Sexual en la Región Huancavelica.

11.-
G.R. Tumbes, Ordenanza Regional No 12-2008-G.R.TUMBES-CR, emitido el 22 de Agosto del 2008, Declarar  de interés regional la prevención, atención y protección frente al hostigamiento sexual.

12.-
G.R. Moquegua Ordenanza Regional Nº 016-2008-CR/GRM, 17 de Setiembre del 2008, Declarar de interés regional la prevención, atención y protección frente al hostigamiento sexual.

13.-
G.R. Lima, Resolución de Gerencia General  Regional No 249-2008-GGR, que aprueba la Directiva No 11-2008-GRL/SG, Directiva de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual en el Gobierno Regional de Lima.

14.-
G.R. Callao, Aprobar la Directiva  No 004-2004-Región Callao-GR-PR, que regula el procedimiento de Investigación del Hostigamiento Sexual en las Relaciones de Autoridad o Dependencia en el Gobierno Regional del Callao.

15.-
GR Apurimac, O.R. 03-2010 - CR-APURIMAC, 12 de Marzo del 2010, Declarar de interés regional la prevención, atención y protección frente al hostigamiento sexual.

	7. ¿Se encuentra tipificada como delito específico la violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho? Favor de especificar si:

a) Se tipifica como delito la violación sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho.

b) Se tipifican otras formas de violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho.

De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿Qué medidas se han tomado para incluir este delito en la legislación nacional?
/



a) Se tipifica como delito la violación sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho.

En el Código penal peruano no se tipifica como delito específico la violación sexual dentro del matrimonio, sino que el hecho que el agresor sea cónyuge ó conviviente de la víctima funciona como un factor agravante de la penalidad.

El artículo 170 del Código penal señala: “El que con violencia o grave amenaza, obliga a una persona a tener acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza otros actos análogos introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis ni mayor de ocho años.

La pena será no menor de doce ni mayor de dieciocho años e inhabilitación conforme corresponda:

2.
Si para la ejecución del delito se haya prevalido de cualquier posición o cargo que le dé particular autoridad sobre la víctima, o de una relación de parentesco por ser ascendente, cónyuge, conviviente de éste, descendiente o hermano, por naturaleza o adopción o afines de la víctima, de una relación proveniente de un contrato de locación de servicios, de una relación laboral o si la víctima le presta servicios como trabajador del hogar."
/
Cabe señalar que el artículo 170 que penaliza la violación sexual ha tenido varias modificaciones, las dos últimas han incluido la penalización dentro del matrimonio y de la convivencia; De esta manera la Ley N° 28704, publicada el 5 de abril del 2006, introdujo el agravante de la violación por el cónyuge; posteriormente, mediante Ley N° 28963 del 24 de enero del 2007, se introdujo 
como agravante, la violación producida por el conviviente.

b) Se tipifican otras formas de violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho.

En el Código penal peruano no se tipifican otras formas de violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho de manera específica sino que el agresor sea cónyuge ó conviviente de la víctima funciona como un factor agravante de la penalidad.

El artículo del Código penal señala: "Artículo 176.- Actos contra el pudor

El que sin propósito de tener acceso carnal regulado por el artículo 170, con violencia o grave amenaza, realiza sobre una persona u obliga a ésta a efectuar sobre sí misma o sobre tercero, tocamientos indebidos en sus partes íntimas o actos libidinosos contrarios al pudor, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de cinco años. La pena será no menor de cinco ni mayor de siete:

1.
Si el agente se encuentra en las agravantes previstas en el artículo 170 incisos 2, 3 y 4.”

Conforme hemos señalado al contestar la pregunta 7.- inciso a), el art. 170 inciso 2 del código penal contempla el agravante en el que entre el agresor y la víctima tengan una  relación conyugal o convivencia:

2.
Si para la ejecución del delito se haya prevalido de cualquier posición o cargo que le dé particular autoridad sobre la víctima, o de una relación de parentesco por ser ascendente, cónyuge, conviviente de éste, descendiente o hermano, por naturaleza o adopción o afines de la víctima, de una relación proveniente de un contrato de locación de servicios, de una relación laboral o si la víctima le presta servicios como trabajador del hogar."
/
De tal manera que los actos contra el pudor (otra modalidad de violencia sexual) sí están tipificados y sancionados cuando ocurren dentro de una relación matrimonial o convivencial. Asimismo se encuentran penalizados otros tipos de abusos sexuales, dentro del matrimonio o la convivencia, en los delitos de trata de personas
/, el favorecimiento de la prostitución
/, el rufianismo
/ y proxenetismo
/.

	8. Existe una prohibición expresa en su legislación para el uso de métodos de conciliación, mediación o cualquier otro que busque la solución extrajudicial de la violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes?

De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

En caso de no existir, informar si existe ley sustantiva, procesal o jurisprudencia sobre estos métodos, y qué pasos se han tomado para su eliminación
/.




Sí, en nuestra legislación hay la prohibición expresa de conciliación extrajudicial en materia de violencia familiar  (no específicamente en violencia contra mujeres, niñas y adolescentes).  La Ley 26260 – ley de Protección frente a la Violencia Familiar, inicialmente admitía la conciliación ante el Fiscal, pero por ley Nº 27982 del 29 de mayo del 2003 se derogaron los artículos 13, 14 y 15 del Texto Único Ordenado de la mencionada Ley 26260, con lo que se eliminó la conciliación ante el Fiscal de familia.

Más aún la Ley N° 29282, del 27 de noviembre del 2008, establece en su  artículo 2° la modificatoria del artículo 4° de Texto Único Ordenado mencionado señalado que los miembros de la Policía Nacional del Perú están impedidos de propiciar o realizar cualquier tipo de acuerdo conciliatorio.  Asimismo la norma prohíbe las conciliaciones en las Defensorías Municipales del Niño y del Adolescente.

Por su parte la Ley de Conciliación
/, establece en su Art. 6.- que no procede la conciliación extrajudicial en los casos de violencia familiar.

	9. ¿Existen disposiciones que tipifiquen el feminicidio
/ como delito? En caso de que no estuviese tipificado, ¿la ley recoge los elementos del feminicidio como agravante de homicidio?

De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿Qué medidas se han tomado para incluirlo en la legislación nacional?
/



No, no hay disposiciones que tipifiquen el feminicidio como delito en la legislación nacional. La Legislación nacional recoge el Feminicidio como agravante de homicidio. Lo más cercano a esa interpretación y considerando que en el Perú el Feminicidio íntimo en el contexto de violencia familiar es el más común, se ha buscado sancionar más drásticamente las lesiones al interior de la relación de pareja con el fin de prevenir los feminicidios. 

En ese sentido la legislación nacional recoge como forma agravada del homicidio las lesiones graves por violencia familiar
/ y asimismo, si producto de estas lesiones la víctima muere. Esta figura se ha incorporado desde el 25 de noviembre de 2008, al Código Penal en el Capitulo de “Delitos contra la vida, el cuerpo y la salud”, Artículo 121B
/, 122A
/, 122B
/ y 441
/
Con el fin de corregir esta omisión del feminicidio como figura penal el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social ha planteado a la Comisión Revisora del Texto de la Ley 26260 – Ley de protección contra la violencia familiar, que la nueva ley además de tipificar penalmente la violencia familiar tipifique otras formas de violencia hacia la mujer como el feminicidio, su inclusión quedará a criterio de la comisión.  

	10. ¿Existen disposiciones en la legislación nacional que tipifiquen como delito la violencia contra las mujeres provenientes desde el Estado? En este sentido. ¿existen disposiciones en su legislación que:

a) Sancione la violencia sexual cometida durante los conflictos armados?
/
b) Sancione la violencia como tortura, crimen de guerra y crimen de lesa humanidad?
/
c) Sancione la violencia contra las mujeres cometida en los hospitales, centros educativos, centros de privación de libertad y otras instituciones del Estado?

De existir estas disposiciones, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿Qué medidas se han tomado para incluir estas provisiones en la legislación nacional?




El Código Penal Peruano, tipifica como delitos contra la humanidad a las violaciones provenientes desde el Estado, en los cuales las victimas pueden ser mujeres como hombres, y en los que se tipifican los delitos de genocidio, desaparición forzada y tortura

Con la Ley N°26926 del 21 de febrero de 1998, se introdujo en el Código Penal Peruano, figuras delictivas contra la humanidad, conforme se señala
/ “Se pone de manifiesto lo necesario que era introducir estas figuras donde la defensa y protección de la propia dignidad humana, a través de la garantía de los derechos fundamentales de la persona, se convierten en el verdadero bien jurídico protegido frente a abusos procedentes del Estado”. 

Por su parte,  la Ley N° 28592 del 29 de julio del 2005 –Ley que crea el Plan Integral de Reparaciones-PIR, para las víctimas de violencia ocurrida durante el periodo de mayo de 1980 a noviembre del 2000, conforme a las conclusiones y recomendaciones del Informe de la Comisión de la Verdad y Reconciliación esta norma precisa en su definición de víctimas lo siguiente:

“Artículo 3.- Definición de víctima

Para efecto de la presente Ley son consideradas víctimas las personas o grupos de personas que hayan sufrido actos u omisiones que violan normas de los Derechos Humanos, tales como desaparición forzada, secuestro, ejecución extrajudicial, asesinato, desplazamiento forzoso, detención arbitraria, reclutamiento forzado, tortura, violación sexual o muerte, así como a los familiares de las personas muertas y desaparecidas durante el período comprendido en el artículo 1 de la presente Ley”.

a) Sancione la violencia sexual cometida durante los conflictos armados?
/
La legislación peruana sanciona la violencia sexual cometidos por las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional en ejercicio de su función Pública.

“Artículo 170.- Violación sexual

El que con violencia o grave amenaza, obliga a una persona a tener acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza otros actos análogos introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis ni mayor de ocho años…

La pena será no menor de doce ni mayor de dieciocho años e inhabilitación conforme corresponda:…

3.
Si fuere cometido por personal perteneciente a las Fuerzas Armadas, Policía Nacional del Perú, Serenazgo, Policía Municipal o vigilancia privada, en ejercicio de su función pública…”

b) Sancione la violencia como tortura, crimen de guerra y crimen de lesa humanidad?

El Código Penal Peruano, tipifica la tortura como un delito contra la humanidad, y tiene como elemento, el abuso de poder ejercido por el propio Estado, a través de quienes desempeñan tareas de función pública; el Código señala al respecto:

Artículo 321.- Tortura - Agravante

El funcionario o servidor público o cualquier persona, con el consentimiento o aquiescencia de aquél, que inflija a otro dolores o sufrimientos graves, sean físicos o mentales, o lo someta a condiciones o métodos que anulen su personalidad o disminuyan su capacidad física o mental, aunque no causen dolor físico o aflicción psíquica, con el fin de obtener de la víctima o de un tercero una confesión o información, o de castigarla por cualquier hecho que haya cometido o se sospeche que ha cometido, o de intimidarla o de coaccionarla, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de cinco ni mayor de diez años.

Si la tortura causa la muerte del agraviado o le produce lesión grave y el agente pudo prever este resultado, la pena privativa de libertad será respectivamente no menor de ocho ni mayor de veinte años, ni menor de seis ni mayor de doce años.

Artículo 322.- Cooperación de profesional

El médico o cualquier profesional sanitario que cooperara en la perpetración del delito señalado en el artículo anterior, será reprimido con la misma pena de los autores.

c) Sancione la violencia contra las mujeres cometida en los hospitales, centros educativos, centros de privación de libertad y otras instituciones del Estado?

Si, el Código Penal sanciona estos tipos de delitos, como a continuación se detalla:

"Artículo 174.- Violación de persona bajo autoridad o vigilancia

El que, aprovechando la situación de dependencia, autoridad o vigilancia tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o introduce objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías a una persona colocada en un hospital, asilo u otro establecimiento similar o que se halle detenida o recluida o interna, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de siete ni mayor de diez años e inhabilitación de dos a cuatro años, conforme al artículo 36, incisos 1, 2 y 3."
	11. ¿Existen disposiciones que protejan los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres? En este sentido:




c) ¿Se encuentra despenalizado el aborto por violación?

El Código Penal Peruano, en el supuesto de que la mujer resulta embarazada como consecuencia de una violación, establece una pena privativa de libertad no mayor de tres meses, lo que en la práctica se traduce en un delito que por los plazos no tiene sanción; el artículo en referencia, señala:

Artículo 120.- Aborto sentimental y eugenésico 

El aborto será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de tres meses:

1.
Cuando el embarazo sea consecuencia de violación sexual fuera de matrimonio o inseminación artificial no consentida y ocurrida fuera de matrimonio, siempre que los hechos hubieren sido denunciados o investigados, cuando menos policialmente; o…

d) ¿Se encuentra despenalizado el aborto terapéutico?
/
El aborto terapéutico, es el único tipo de aborto que no es punible por nuestro Código Penal, el cual señala:

Artículo 119.- Aborto terapeútico 

No es punible el aborto practicado por un médico con el consentimiento de la mujer embarazada o de su representante legal, si lo tuviere, cuando es el único medio para salvar la vida de la gestante o para evitar en su salud un mal grave y permanente.

e) ¿Sanciona la legislación la esterilización forzada?

El Código Penal Peruano, sanciona como lesiones graves, el gaño en el cuerpo o en la salud, disponiendo en su artículo 121°:

"Artículo 121.- Lesiones graves

El que causa a otro daño grave en el cuerpo o en la salud, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de ocho años. Se consideran lesiones graves:

1.
Las que ponen en peligro inminente la vida de la víctima.

2.
Las que mutilan un miembro u órgano principal del cuerpo o lo hacen impropio para su función, causan a una persona incapacidad para el trabajo, invalidez o anomalía psíquica permanente o la desfiguran de manera grave y permanente.

3.
Las que infieren cualquier otro daño a la integridad corporal, o a la salud física o mental de una persona que requiera treinta o más días de asistencia o descanso, según prescripción facultativa…

g) ¿Existen disposiciones que garanticen a las mujeres el acceso libre a la anticoncepción de emergencia?

En cuanto a la píldora del día siguiente, como método  anticonceptivo de emergencia,  el Ministerio de Salud, ha dispuesto su distribución gratuita nuevamente, de conformidad con la Resolución Ministerial N° 167-2010-MINSA, del 8 de marzo del 2010.  

	12. ¿Se llevan a cabo campañas nacionales de divulgación sobre los derechos de las mujeres y en especial de la Convención de Belém do Pará?




El Programa Nacional Contra la Violencia Familiar y Sexual (PNCVFS), realiza periódicamente campañas comunicacionales en el marco del los días internacionales de la mujer (8 de marzo) y de la no violencia contra la mujer (25 de noviembre), en donde se difunden mensajes de prevención contra la violencia familiar y sexual y de promoción de los derechos de la mujer, especialmente, cuando éstos pueden ser vulnerados por efectos de la violencia, contemplados en la convención Belém do Pará. Estas campañas se realizan de manera coordinada con los diversos sectores del Estado, los gobiernos regionales y locales, instituciones públicas y de la sociedad civil, las organizaciones sociales de base y los medios de comunicación, movilizando a la población a través de ferias, pasacalles, desfiles y actos conmemorativos, así como acciones de capacitación. Se realiza una cobertura comunicacional a través de TV, radio, prensa escrita a nivel nacional.

II.
PLANES NACIONALES

	13. Existe un Plan Nacional/Acción/Extrategia para la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres? ¿Contempla dicho Plan/Acción/Estrategia todas las formas de violencia? ¿Se realizan evaluaciones sobre su adecuada implementación para conocer los problemas para su puesta en práctica?

En caso de que exista:

a) ¿Cuándo fue establecido?

b) ¿Qué periodo cubre?

c) ¿Cómo se ejecutan y evalúan?

d) ¿Cómo se divulgan y promueven?

e) ¿Tienen una perspectiva multisectorial en la que participan organismos y entidades del Estado y la sociedad civil en su diseño?

f) ¿Existen sanciones por incumplimiento de los planes nacionales?

De no existir, ¿Qué medidas se han tomado para implementar uno?
/


Se cuenta con un Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer 2009-2015, que da continuidad al anterior Plan 2002-2007. El Plan Nacional actual, a diferencia del Plan anterior, aborda las formas de violencia siguientes: violencia familiar, feminicidio, violencia sexual, trata de mujeres, hostigamiento sexual y homofobia. 

La aprobación e implementación del Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer 2009 -2015 responde a compromisos que el Estado peruano ha asumido con la comunidad internacional y que tienen carácter vinculante, entre ellos tenemos la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, (Convención de Belém Do Pará – 1994) ratificada el 2 de abril de 1996, la Recomendación General Nº 19, del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, acerca de la Violencia contra la Mujer (1992), la Conferencia de derechos Humanos (Viena 1993), y otros que velan por el logro de una vida sin violencia para las mujeres en todo su ciclo vital ya que es el grupo más vulnerable en esta problemática.  

El Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer 2009 – 2015, constituye el instrumento que expresa la política del Estado Peruano para enfrentar las diversas manifestaciones de la violencia que sufren las mujeres en nuestro país, y dado a los procesos de transformación de patrones socioculturales, que toleran, legitiman o exacerban la violencia hacia la mujer, requiere la participación y compromiso de los diversos actores del gobierno así como de la sociedad civil.

Los Objetivos Estratégicos del PNCVHM 2009-2015 son:

1. Garantizar la adopción e implementación de políticas públicas orientadas a enfrentar el problema de la violencia hacia las mujeres, desde un enfoque intersectorial y participativo, en los diversos niveles de gobierno.

2. Garantizar el acceso de las mujeres afectadas por la violencia basas en género, a los servicios públicos de calidad, incluyendo el acceso al sistema de salud y judicial, entre otros, contribuyendo a superar su condición de víctimas.

3. Identificar y promover la transformación de patrones socioculturales que legitiman, toleran y exacerban  la violencia hacia las mujeres, con la finalidad de establecer nuevas formas de relaciones sociales entre mujeres y hombres.

¿Se realizan evaluaciones sobre su adecuada implementación para conocer los problemas para su puesta en práctica?

Para el seguimiento y monitoreo a los contenidos del Plan Nacional, se ha conformado una Comisión Multisectorial Permanente de Alto Nivel integrada por los Ministros de Estado de los sectores involucrados en su implementación. Dicha Comisión aprueba los Planes de Acción Anuales con indicación de las metas y las asignaciones presupuestarias necesarias para dar cumplimiento al Plan. Asimismo, se encarga de dar seguimiento y evaluación al Plan Nacional.

La Comisión tomará conocimiento y considerará las observaciones y recomendaciones contenidas en los informes de seguimiento y evaluación elaborados por los informes de seguimiento y evaluación elaborados por el Grupo de Trabajo Nacional que se constituye a fin de coadyuvar al cumplimiento del Plan Nacional.

a) ¿Cuándo fue establecido?

El PNCVHM 2009-2015 fue aprobado el 26 de marzo del 2009 a través del D.S. Nº 003-2009-MIMDES contando con la firma del Presidente de la República, Presidente del Consejo de Ministros y de 7 Ministros de Estado: el MINSA, el MINEDU, el MININTER, el MIMDES, el MINJUS, el Ministerio de Relaciones Exteriores y el Ministerio de Economía y Finanzas.

b) ¿Qué periodo cubre?

El Plan Nacional cubre los periodos del 2009 al 2015, teniendo resultados esperados al 2009, 2011, 2013 y 2015.

c) ¿Cómo se ejecutan y evalúan?

Para la ejecución del Plan Nacional se tiene previsto la conformación de 4 instancias de implementación: Comisión Multisectorial Permanente de Alto Nivel, Grupo de Trabajo Nacional, Mesas Intrasectoriales e Instancias Regionales de Concertación.

La Comisión de Alto Nivel tiene por función aprobar Planes de Acción y hacer seguimiento y evaluación de la ejecución del Plan. 

El Grupo de Trabajo Nacional tiene como función elaborar los planes operativos anuales para la ejecución del Plan y someterlo a consideración de la Comisión Multisectorial de Alto Nivel, efectuar el monitoreo y seguimiento, elaborar los informes de seguimiento y evaluación del Plan, efectuar las observaciones y recomendaciones correspondientes para su efectivo cumplimiento.

Así mismo analiza y articula los resultados del seguimiento del Plan, con el fin de dar cuenta de sus avances a las instancias nacionales e internacionales.

Para la evaluación se ha diseñado un Sistema de Monitoreo y Evaluación del Plan además de contar con una Línea de Base.

d) ¿Cómo se divulgan y promueven?

El Plan Nacional se encuentra en una fase de socialización ante las diversas instituciones públicas y de la sociedad civil. Se cuenta con un Plan de Difusión, donde se propone la realización de presentaciones públicas en las diversas regiones. Además se ha realizado la impresión de ejemplares del Plan y grabados de CDs con la edición digital del Plan, a fin de ser distribuidos entre los sectores del Poder Ejecutivo, el Poder Judicial, el Congreso de la República, los gobiernos regionales, las municipalidades, los colegios profesionales, las universidades. Además, se viene diseñando una versión amigable del Plan Nacional así como un tríptico resumen del mismo.

Como parte de la asistencia técnica para la implementación del Plan Nacional se editará y difundirá lineamientos orientadores para los/as funcionarios/as y técnicos de las instancias subnacionales así como una versión amigable de dichos lineamientos.  

e) ¿Tienen una perspectiva multisectorial en la que participan organismos y entidades del Estado y la sociedad civil en su diseño?

Los principios del Plan Nacional son:

Políticas públicas basadas en resultados: Esto se expresa en la asignación objetiva de los recursos respecto del problema que desea enfrentar y erradicar en cada uno de los niveles. Se prevé la inclusión en el presupuesto sectorial; en los Planes Concertados de Desarrollo, en los presupuestos participativos y en los proyectos formulados con la Cooperación Internacional.

Desarrollo de Planes Anuales que incluyan las acciones del Plan en las regiones: Los resultados deben insertarse en los programas y proyectos de los gobiernos regionales y en coordinación con los gobiernos locales. Incluyen acciones anuales desde el nivel central.

Intersectorialidad e intergubernamentalidad: Busca integral todo los esfuerzos necesarios de las instancias sectoriales y de otros poderes. Además implica el proceso de descentralización que demanda obligaciones a los otros niveles de gobierno que deben tener ejes comunes, siendo entre ellos la erradicación de la violencia.

Democracia participativa: Implica empoderar a las mujeres para la vigilancia y cumplimiento de sus derechos, para ello se pide un amplio compromiso de las diversas instituciones el estado y la sociedad civil en su conjunto. 

Si bien es cierto que el Plan Nacional cuenta con una instancia Nacional Multisectorial, se tiene previsto que el Plan se implemente desde las instancias subnacionales (Gobiernos Regionales y Locales). Asimismo, la sociedad civil participa tanto en la instancia nacional así como en las instancias subnacionales que se propone implementar.

En la Comisión Multisectorial de Alto Nivel, se cuenta con la presencia de los ministros de Estado comprometidos en el Plan. De igual forma, en el Grupo de Trabajo Nacional, se cuentan con representantes técnicos de todos los sectores involucrados en el Plan, además se cuenta con la participación del Ministerio de Trabajo y promoción del Empleo.

En el Grupo de Trabajo Nacional, se coordinará con los representantes elegidos por el Poder Legislativo, el Poder Judicial, el Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo, para su participación en esta instancia. Los representantes de la sociedad civil son de instituciones directamente involucradas en la problemática y seleccionados bajo el criterio de competencia y mayor representatividad a nivel nacional con interés público comprobado.

f) ¿Existen sanciones por incumplimiento de los planes nacionales?

La Comisión del Alto nivel adoptará las medidas correctivas que fueran necesarias para garantizar la ejecución del Plan Nacional, asimismo, el cumplimiento de las metas y la consecución de los objetivos propuestos. Asimismo dará publicidad a las observaciones y recomendaciones contenidas en los informes que le alcancen las comisiones o grupos de trabajo. 

	14. ¿Se contempla el tema de violencia contra las mujeres en los siguientes Planes Nacionales/Plan de Acción/Estrategias en:

a) Educación?

b) Empleo y generación de ingresos?

c) Erradicación de la pobreza?

d) Equidad e igualdad de género?

e) Salud?

f) VIH/SIDA?

g) Seguridad pública/prevención del crimen?

h) Otros? Especificar…

En caso de que esté contemplado, favor de describir cómo el tema de violencia contra las mujeres es abordado en dichos planes/acciones/estrategias. De no existir, ¿Qué medidas se han tomado para implementar uno?
/



El Plan Nacional contra la Violencia hacia la Mujer cuenta con 114 actividades agrupadas en 9 ejes temáticos:

1.
Sensibilización, Incidencia y Alianzas Estratégicas;

2.
Prevención;

3.
Desarrollo de Capacidades y Asistencia Técnica;

4.
Planificación Local  y Regional;

5.
Mecanismos de implementación;

6.
Investigación;

7.
Participación Ciudadana;

8.
Servicios de atención física/ psicológica/  legal;

9.
Marco Legal.

Cada Sector involucrado en el Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer, deberá conformar sus mesas intrasectoriales, integradas por representantes de órganos de línea, programas y proyectos comprometidos directa e indirectamente con la problemática. Tiene como función analizar la situación, los avances y dificultades para la ejecución del Plan en su sector y elaborar informes de seguimiento y evaluación periódica correspondiente al sector, conteniendo las observaciones y recomendaciones pertinentes, que serán puestos en conocimiento de la Mesa de Trabajo Nacional.

Dentro de los objetivos estratégicos que tiene el Plan Nacional, se trabajan diferentes temáticas que tienen responsabilidad de carácter Sectorial e interinstitucional.

El objetivo Nº 1 plantea acciones en los temas de: Incidencia, Asistencia Técnica, Asesoría, Inclusión en instrumentos de gestión, información, Feminicidio y vigilancia.

El objetivo Nº 2 plantea acciones en los temas de: Recursos locales, servicios de salud mental a víctimas de violencia que tienen VIH, protocolos de atención, redes de apoyo, cursos de capacitación, casas refugio, servicios jurídicos, Plan Integral de reparaciones, programas sociales entre otros.

El objetivo Nº 3 plantea acciones en los temas de: trabajo en la comunidad educativa (docentes, alumnos), guías y módulos, prevención del hostigamiento laboral, trabajo con medios de comunicación y campañas de difusión entre otros.

El Plan Nacional considera como uno de sus enfoques el de género partiendo del reconocimiento de la existencia de relaciones asimétricas entre hombres y mujeres construidas sobre la base de las diferencias sexuales que son el origen de la violencia hacia las mujeres.

Finalmente, debido a que la violencia contra la mujer es un problema transversal presente a lo largo de todo el ciclo de vida y en los distintos ámbitos de las relaciones sociales, se abordan los distintos lineamientos de política que están bajo la rectoría del MIMDES y de otros sectores: temas de empleo, pobreza, seguridad ciudadana entre otros. 

	15. Existen planes de formación continuos(no capacitaciones aisladas o esporádicas) sobre violencia contra las mujeres y derechos de las mujeres en el marco de la Convención Belém do Pará, destinados a:

a) Legisladores/as?

b) Operadores/as de justicia (jueces/zas, fiscales/as, funcionarios/as legales, comisarios/as de familia, y otros/as funcionarios/as públicos/as)?

c) Operadores/as de salud?

d) Educadores/as?

e) Fuerzas militares y policiales?

f) Organizaciones sociales y comunitarias de mujeres?

g) Centros de atención especializados en violencia?

h) Otros? Especificar…

En caso de que existan, describir sus características, los temas tratados y su periodicidad. De no existir, ¿Qué medidas se han tomado para implementar uno?
/



Las acciones para la sensibilización frente a la violencia contra las mujeres también fueron priorizadas durante el 2009
/, como en los años anteriores. La metodología del sociodrama fue explorado por el Ministerio de Justicia con buenos resultados de sensibilización entre la población. La comunidad educativa, es decir, alumnos, alumnas, docentes y padres y madres de familia fue un público objetivo para este sector. El Ministerio del Interior también realizó acciones en esta línea, con más de 4 mil eventos, especialmente en regiones del país como Ancash, Arequipa, Cajamarca, Huancavelica, Junín, Amazonas, Lima y Callao.

El Programa Nacional Contra la Violencia Familiar y Sexual del MIMDES, a través de la Unidad Gerencial de Prevención y Desarrollo de Capacidades, ha orientado sus acciones de capacitación a las y los operadores de los diferentes sectores, comprometidos en afrontar dicha problemática, con la finalidad de que desarrollen competencias y de esta manera ofrezcan un servicio de calidad y calidez.

El objetivo es mejorar desempeños y resultados, estimular el desarrollo para la renovación en campos académicos, profesionales o laborales y reforzar el espíritu de compromiso de cada operador/a para con la sociedad y particularmente con los grupos a quienes ofrece su servicio. 

Nuestras acciones se enmarcan en el Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer, instrumento que contiene líneas estratégicas para contrarrestar las diferentes formas de violencia contra las mujeres, y que fue producto de un importante proceso de articulación, coordinación y concertación multisectorial.

8. Entre las acciones principales del Plan se pueden destacar el desarrollo de programas de capacitación y sensibilización en materia de derechos humanos y género dirigido a funcionarios/as públicos/as y operadores que atienden a personas víctimas de violencia. 

9. Los cursos se desarrollan en base a un esquema metodológico particular, se constituyen en guías orientadoras, herramientas que ayudaran en la planificación y diseño de los planes de capacitación dirigido a los distintos operadores.  El curso de capacitación consta con un mínimo de 24 horas de ejecución. 

El PNCVFS ha elaborado un compendio de guías metodológicas, en donde se platean las propuestas de temas de interés, que deberían ser abordados en cada proceso de capacitación, teniendo en cuenta el tipo operador al cual se orienta la capacitación. (Personal de: Salud, Educación, Juzgados y Fiscalías, Policía Nacional, Serenazgo y Organizaciones Sociales de Base)
/. Los temas que se abordan están en torno a aspectos conceptuales de la violencia familiar y sexual, maltrato infantil y abuso sexual, marco legislativo, derechos humanos, entre otros. 

Dichas Guías son instrumentos metodológicos que buscan contribuir en la labor de las y los prestatarios de servicios en la atención prevención de la violencia familiar y sexual, así como  desarrollar de manera eficaz y sostenida procesos de capacitación que les permita reforzar y actualizar conocimientos. 

Como una de las acciones de sensibilización, a nivel nacional se desarrollan charlas y talleres dirigidos a diversos actores sociales (Operadores, estudiantes de Institutos Educativos y Superiores, padres de familia, miembros de organizaciones de base, entre otros) y los temas que se abordan están en torno a la problemática de violencia familiar y sexual (concepto, mitos, ciclo; género, pautas de crianzas, autoestima, entre otros). La finalidad de estas estrategias es que estos actores reflexionen y analicen la problemática y puedan plantear acciones de prevención de la violencia familiar en sus ámbitos donde se desenvuelven.

Educadores/as?

Se cuenta con un Programa de Formación de Promotores Educadores. Dado la envergadura de la problemática se consideró el desarrollar un Programa especifico y mas sostenido a fin de darle viabilidad a la propuesta y promover la reducción de la violencia familiar y sexual en los alumnos de las escuelas a través de una atención oportuna al contar con un contingente de Promotores/as Educadores/as que puedan estar preparados a intervenir en esta problemática.

Este programa está dirigido a profesores/as  de los distintos niveles educativos; inicial, primaria y secundaria, incluye un proceso académico por horas lectivas y un proceso de replicas en sus centros educativos, multiplicando la acción sensibilizadora y de capacitación a otros docentes y a la comunidad educativa en general.

Estos docentes se encontraran en capacidad de desarrollar acciones de difusión en la comunidad, ejecución de charlas, talleres en sus centros educativos,  dirigidos a docentes, padres de familia, alumnos y otras entidades en las que se les convoque.

El proceso de capacitación ha comprendido la ejecución de 16 temas fundamentales para su formación: Familia, Pautas de Crianza, Socialización de Género, Masculinidad, Violencia Familiar, Maltrato Infantil, Abuso Sexual, Explotación Sexual Infantil, Habilidades Sociales, Redes Sociales, Advocacy, Rol de los Operadores de Justicia, (Policía Nacional del Perú, Ministerio de Justicia, Poder Judicial) El Rol de la Oficina de Tutoría y Protección Integral del MINEDU, Rol y funciones de la Oficina de CADER (Ministerio de Educación), Defensorías Escolares  (Dirección de Niños, Niñas y Adolescentes del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social - MIMDES). Para este proceso se entregó un módulo con los temas a tratar e incluyó lecturas complementarias que han reforzado los temas tratados o que se han considerado débiles en su internalización.

Esta capacitación comprende continuas evaluaciones de medio término y final, trabajos, resúmenes, constituyendo un proceso formativo de alto nivel y calidad que garantice una formación optima y adecuada que nos permita tener un mínimo de garantía de la efectividad de la intervención de estos docentes.

Esta experiencia se inicia el 2004 en el distrito de Comas, en una acción coordinada con la UGEL No.04 se tuvo la formación de 84 promotores educadores del ámbito de intervención del distrito, a la fecha este programa se ha extendido a nivel nacional en todas las regiones del país, contando con 1,498 promotores educadores.

Luego de concluir un proceso de capacitación de aproximadamente 3 o 4 meses, el grupo de docentes participantes son certificados como PROMOTORES EDUCADORES en una acción colegiada entre la Dirección de la UGEL ( Unidad de Gestión Educativa Local) y la Dirección del Programa Nacional Contra la Violencia Contra la Violencia Familiar y Sexual – PNCVFS del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social, además se les hace entrega de rotafolios a cada participante para la ejecución de acciones preventivas en sus respectivos centros educativos de origen y continuar con la acción preventiva en su comunidad educativa.

Es importante tener presente que al finalizar el proceso de capacitación: 

· Los docentes se encuentran en capacidad de identificar, detectar y derivar casos de violencia familiar y sexual dentro del ámbito educativo.

· Los docentes se encuentran en capacidad de desarrollar acciones de difusión, información en charlas, talleres en su centro educativo y en otros en los que se solicite.

· Los docentes participantes se encuentran capacitados en la temática de violencia familiar y sexual.

Fuerzas militares y policiales?

10. En el año 2007 se realizo la primera evaluación de impacto de un proceso de capacitación, este fue al Curso denominado “Asuntos de Género y Violencia Familiar” dirigido a efectivos de la Policía Nacional del Perú, efectuado en el año 2004. Los resultados de esta evaluación evidencio cambios positivos en las actitudes de los policías capacitados, así como el mejoramiento de su labor en la atención de personas víctimas de violencia familiar.
/ 

11. Se han realizado acciones de sensibilización con el personal de la Marina y de la fuerza aérea del Perú para involucrarlos en la problemática. Con los efectivos policiales se realizan cursos de capacitación constantes a nivel nacional a fin de sensibilizarlos y brindarlos marcos conceptuales y normativos para una atención adecuada a las víctimas de violencia familiar y sexual.  Con la ECAEPOL se han realizado coordinaciones para que el tema de violencia familiar y su temática tanto a nivel de atención como de prevención sea incluido en los cursos que llevan los estudiantes.

Se está revisando la currícula de las fuerzas armadas y policiales para la inclusión del tema de género, violencia familiar y derechos humanos

i) Organizaciones sociales y comunitarias de mujeres?

Se dio impulso al Programa de Facilitadoras en Acción, que es un programa dirigido a lideresas de organizaciones sociales de base para involucrarlas y comprometerlas para apoyar de manera decidida y voluntarias, en acciones de prevención contra la violencia familiar y sexual. 

La capacitación, es la estrategia permanente que se emplea en su proceso formativo, que consiste en el proceso de captación, selección, formación de  las facilitador@s, es decir, incorporar nuevos conocimientos y una base conceptual lo suficientemente sólida, con contenidos coherentes y apropiados, que respondan a sus necesidades inmediatas y fortalecer otros que permitan retroalimentar su accionar.

Comprende:

1.
Proceso de Sensibilización, Selección de Candidatos/as;

2.
Capacitación para la Formación;

3.
Evaluación del Candidata/o a Facilitador/a; 

4.
Certificación como Facilitadoras en Acción.

Lo/as facilitadoras/es una vez seleccionadas/os en base al perfil previamente establecido, participarán de los talleres de capacitación en sus diversas fases. Se pondrá especial cuidado en alternar la etapa de formación con la de trabajo de campo, donde en un primer momento, se le hará un acompañamiento y reforzamiento y en un segundo momento, determinado luego de una evaluación que medirá habilidades y destrezas, se hará monitoreo a su desempeño en las funciones que le competen.

Paralelamente, y según las particularidades de la zona, la/os facilitador@s se irán agrupando y organizando por sectores con un/a responsable sectorial o zonal. Las etapas son básicamente la de Formación y de Reforzamiento y Actualización.

Entre los temas que se consideran para la formación están vinculados al enfoque de género, marco conceptual y normativo de la violencia familiar y sexual, habilidades sociales, redes sociales, advocacy, planificación y metodologías participativas

A la fecha se cuenta con más de 2,000 facilitadoras a nivel nacional, con las cuales se continua brindando talleres de reforzamiento y consolidación de su accionar en sus localidades. Periódicamente se les proporciona desde el PNCVFS; diversos materiales como las cartillas tolerancia cero a la violencia, cartillas de prevención del abuso sexual, materiales informativos y de sensibilización, ROTAFOLIOS, llaveros, lapiceros, monederos, chalecos, capas plásticas, todo con lo cual se permite el desarrollo de una mejor labor voluntaria de información, sensibilización, detección, derivación de casos de violencia familiar y sexual en sus localidades. 

j) Centros de atención especializados en violencia?

Anualmente se realizan encuentros de capacitación a nivel nacional para los operadores que brindan servicios en los CEMs. Dichos encuentros tienden a ser especializados, según el tipo de área de atención al cual se convoque: psicología, legal, social, admisión o promoción. Los encuentros brindan información especializada para un mejor manejo en el servicio de atención tanto en materia de marco conceptuales actualizados, criterios de calidad y calidez, marco normativos, procedimientos técnicos y administrativos.

k) Otros?  Especificar…

Se han realizado otros cursos de capacitación a los profesionales de los Centros de Emergencia Mujer - CEM en materia de prevención de Drogas y Violencia Familiar, en base a una alianza estratégica con  la Comisión Nacional para el Desarrollo y Vida sin Drogas - DEVIDA. Así mismo se han realizado encuentros macro regionales con los profesionales de los CEM a fin de especializar sus conocimientos y prácticas.

	16. ¿Fomenta el Estado la participación de la sociedad civil en él:

a) Diseño del Plan/Acción/Estrategia?

b) Monitoreo y evaluación del Plan/Acción Estrategia?

c) Ejecución de proyectos y actividades conjuntas? Especificar cuáles 

d) Otros? Especificar…




a) Diseño del Plan/Acción/Estrategia?

Desde el 2007 se elaboraron lineamientos y propuestas orientadoras para el diseño de un nuevo Plan Nacional que tendría vigencia de 07 años, en la que requería un proceso de consulta y validación con la sociedad civil en el país, a través de diversas reuniones y talleres que permitieron recoger las necesidades sentidas de la población.

En diciembre del 2007, se tuvo una primera Propuesta de Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer 2008-2015 a cargo de una Consultoría financiada por el UNFPA. Para la realización de esta propuesta, la consultoría realizó coordinaciones con las distintas direcciones del MIMDES, Sectores  del Estado  así como con representantes de la Sociedad Civil, a nivel nacional y regional. 

Se previó someter esta propuesta a un proceso de consulta y validación para difundir su contenido y darle legitimidad. 

Se trabajó un Plan de Consulta y validación que comprendió 6 tipos de consultas. Se implementó esta propuesta desarrollando lo siguiente: 

1.-
Una consulta intrasectorial: Participaron Direcciones y Programadas Nacionales del MIMDES: Programa Wawa Wasi, DGM, SDD-DINNA, DAFF, FONCODES, DG de descentralización, UPR/ETPL, Hogar Santa Rita de Casia y Hogar Hermelinda Carrera de INABIF, DGDCL, PNCVFS,  que tienen vinculación  con la problemática de la violencia hacia la mujer. 

2.-
Una Consulta Intersectorial: Participaron los sectores, Salud, Educación, Interior, justicia, Comercio Exterior y Turismo, Defensoría del Pueblo y Mujer y Desarrollo Social. 

3.-
Una consulta con la sociedad civil: Participaron las instituciones CESIP, CARITAS DE CHOSICA, DEMUS, INS, Red Interinstitucional SJL, ADEVF, Manuela Ramos, Fundación Contra el Hambre, Flora Tristán, Hogar San Camilo, DEVIDA, CMTJ, SINTRAHOGAR, INPPARES, FOVIDA, REDECOMS. 

4.-
Nueve consultas Regionales Se realizaron en: Cusco, Piura, Ayacucho, Huancayo-Junín, Tarapoto, Callao, Arequipa, Iquitos-Loreto y Chiclayo-Lambayeque donde participaron funcionarios decisores tanto de los Gobiernos Regionales como Gobiernos Locales, así como funcionarios de instituciones públicas, privadas, ONGs, OSBs, dirigentes/as comunales, comunicadores/as sociales, representantes de agencias internacionales, representantes de Iglesias y toda persona que tuviera alguna vinculación con la temática. 

5.-
Una Consulta virtual a través de la página WEB del MIMDES. Se realizó del 29 de octubre  al 24 de noviembre del 2008, habiéndose registrado 566 visitas dando aportes y comentarios.
6.-
Una consulta a especialistas: se llevó a cabo por las consultoras quienes actuaron como facilitadoras del taller, recabando y procesando los aportes. Participaron las ONGs INPPARES, CESIP, Calandria, DEMUS, Sectores: Interior, Justicia, Salud, Relaciones Exteriores, Trabajo, Educación, Mujer y Desarrollo Social y de la Maestría de Género de la UNMSM.  
Además, por indicación del Despacho Ministerial del MIMDES se llevaron a cabo dos tipos de consultas adicionales:

· Consulta a las Dirigentes de las Centrales de las Organizaciones de Mujeres. 

· Taller de Consulta Regional: Análisis y propuesta de líneas de acción frente a la vulneración de derechos de mujeres en conflicto armado interno. 

b) Monitoreo y evaluación del Plan/Acción Estrategia?

El PNCVFS promueve la articulación interinstitucional a través de sus lineamientos preventivos promocionales, mediante a participación en los distintos espacios de concertación que hay en cada región, procurando incluir en las agendas regionales y locales, la intervención frente a la violencia familiar y sexual.

En atención a lo establecido en el Plan de Prevención integral contra la violencia familiar y sexual, en cada una de las zonas  de intervención, se promueve la creación o fortalecimiento de las Mesas y Redes y su participación en las acciones de prevención de la violencia familiar y sexual. El PNCVFS a través de los CEMs participa en 189 mesas, redes y comités en donde se aborda la problemática. En dichos espacios se cuenta con participación de instituciones públicas y de la sociedad civil, comprometidas para enfrentar la violencia familiar y sexual.  A través de dichos espacios, se implementan planes locales concertados con las instituciones locales, en donde se programan y ejecutan acciones de atención y prevención contra este flagelo social.

Asimismo, se ha instalado el Grupo Nacional, donde participan representantes del Estado y de la sociedad civil, para que brinde seguimiento a la implementación del Plan. Entre las instituciones de la sociedad civil que participan en el Grupo de Trabajo Nacional se encuentran CLADEM, el Instituto de Defensa Legal, A.C.S Calandria, la Red Nacional de Promoción de la Mujer, INNPARES y el Centro de Estudios Sociales y Publicaciones. El CLADEM está integrado por el Movimiento Manuela Ramos,  DEMUS, el CMP  Flora Tristán, Milenia Radio, El Movimiento El Pozo, la Ong Aurora Vivar, PROMSEX y Lesbianas Independientes Feministas-LIFS, siendo las dos primeras representantes ante el Grupo de Trabajo Nacional..

A nivel de las regiones, tiene previsto la conformación de las instancias regionales de concertación contra la violencia hacia la mujer, en donde la participación de las instituciones de la sociedad civil es fundamental para el seguimiento y vigilancia para la formulación e implementación de los planes regionales y locales contra la violencia hacia la mujer.

c) Ejecución de proyectos y actividades conjuntas? Especificar cuáles

Se cuentan con convenios interinstitucionales con algunas instituciones de la sociedad civil como Calandria, Aprodes, la Asociación de Comisión de Derechos Humanos, la Fundación  Anar, para el desarrollo conjunto de acciones preventivas promocionales.

Se cuenta con el Sistema de Evaluación y monitoreo del Plan Nacional Contra la Violencia la Mujer, en ejecución, con apoyo técnico y financiero de la Agencia Española de Cooperación para el Desarrollo.

Por su parte UNFPA, viene brindando asistencia técnica y financiera con la finalidad de fortalecer la implementación del Plan Nacional contra la Violencia hacia la Mujer y UNIFEM  viene brindando asistencia técnica y financiera para incorporar herramientas de planificación en género en el PNCVFS, elaboración de propuestas de casas refugio, un sistema informático de supervisión de los CEMs, la implementación de una Campaña Comunicacional para prevenir la Violencia familiar y sexual, entre otros.

	17. ¿Existen acuerdos de cooperación con los medios de comunicación y agencias de publicidad para difundir los derechos de las mujeres, en especial la Convención de Belém do Pará?




Existen acuerdos, vía intercambio de oficios de solicitud y de aceptación, para la emisión en 22 emisoras de radio y 2 canales a nivel nacional, de programas referidos a la temática de prevención de la violencia contra la mujer. En estos espacios también se difunden spots de la temática y los servicios de atención a mujeres víctimas de violencia familiar o sexual, como son los Centros Emergencia Mujer y la Línea 100.

III.
ACCESO A LA JUSTICIA

	18. ¿Se aumentó el número de entidades encargadas de recibir denuncias de violencia contra las mujeres? En caso ser así, indicar el tipo de institución, en qué fecha, en qué número y en que localidades. En caso de no ser así, indicar la razón por la que no se aumentan dicho número y qué medidas se han tomado al respecto
/.


Ir a la respuesta de la pregunta número 26.

	19. ¿Existen medidas administrativa o de otro tipo que faciliten a las mujeres el acceso a la justicia y garanticen el debido proceso, como por ejemplo:




a) Personal especializado?

Se cuenta con personal especializado y también se continúa capacitando al personal,  en estos temas, considerando que esta es una tarea permanente, considerando  la rotación y/o el cambio del personal de la Policía Nacional, de los Centros de Emergencia Mujer de MIMDES, de Ministerio de Justicia y del Ministerio de Salud.

La Academia de la Magistratura, es la institución oficial del Estado peruano, que tiene como finalidad desarrollar un sistema integral y continuo de capacitación, actualización, perfeccionamiento, certificación y acreditación de los magistrados del Poder Judicial y del Ministerio Público en todas sus instancias. Asimismo extiende sus actividades de capacitación a los auxiliares de justicia.  

c) Servicios legales gratuitos?

Se cuenta con programas de patrocinio jurídico gratuito a nivel nacional, brindados por el Ministerio de Justicia, El Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo y El Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social; por su parte la Sociedad Civil a través de los Colegios de Abogados del País y los organismos no gubernamentales especializados en el tema mujer,  también brindad asesoría jurídica gratuita; sin embargo no se puede determinar el porcentaje de mujeres que al hacer una denuncia cuentan con patrocinio jurídico gratuito. 

Debemos señalar que los Centros de Emergencia Mujer brindan protección jurídica gratuita, de enero a mayo del 2010 han atendido 17,040 casos a nivel nacional.  

d) Interpretes en los idiomas indígenas?

Debemos indicar que se encuentra garantizado constitucionalmente
/, el apoyo de un traductor en el caso de requerirse, ya que todo peruano/a tiene derecho a usar su propio idioma ante cualquier autoridad mediante un intérprete.

En esa medida el Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial
/,  faculta al justiciable en su artículo 15° a usar su propio idioma; en tal sentido señala: “Las actuaciones judiciales se efectúan en castellano. Cuando el idioma o dialecto del justiciable sea otro, las actuaciones se realizan ineludiblemente con la presencia de intérprete. Por ningún motivo se puede impedir al justiciable el uso de su propio idioma o dialecto durante el proceso.”

Como parte de esta garantía el Reglamento de Concursos para la Selección y Nombramiento de Jueces y Fiscales
/, otorga una bonificación del 5% sobre el promedio final a  aquellos postulantes a plazas en las que el idioma predominante sea el quechua o aymara u otros dialectos y que acrediten su capacidad de comunicarse en el idioma o dialecto en la forma y modo que el Consejo determine.

e) Confidencialidad y protección de los datos de la víctima, sus familiares y/o testigos?

En el ámbito policial se otorgan garantías personales, también están las medidas de protección inmediata previstas en el artículo 10° del T.U.O de la Ley N° 26260, cuya finalidad es garantizar la integridad física y psicológica de las personas víctimas de violencia familiar. 

Por otra parte el Nuevo Código Procesal Penal – Decreto Legislativo N° 957, contempla medidas destinadas a la protección de testigos, peritos, agraviados o colaboradores intervinientes en los proceso penales
/:
El Ministerio Público cuenta con la Unidad Central de Asistencia de Víctimas y Testigos
/, como órgano de apoyo de la Fiscalía de la Nación. Tiene como principal propósito establecer los mecanismos de asistencia a favor de las víctimas y testigos que se encuentren en una situación de riesgo o peligro como consecuencia de su intervención en una investigación o proceso de índole penal, posibilitando su intervención a través de un testimonio idóneo, preservando a su vez su integridad física y psíquica.

Asimismo, mediante Resolución N 053-2008-MP-FN del 15 de enero de 2008 se aprobó el "Reglamento del Programa Nacional de Asistencia a Víctimas y Testigos" Este reglamento tiene como fin principal promover el adecuado cumplimiento de las medidas para el Programa de Asistencia a víctimas y testigos del Ministerio Público, con la finalidad de cautelar sus testimonios o aportes en la medida que no sufran interferencia o se desvanezcan por factores de riesgo ajenos a su voluntad.

Las Unidades Distritales de Asistencia - órganos operativos- cuentan con un equipo multidisciplinario conformado por un/a abogado/a coordinador/a, psicólogo/a y asistente social. Actualmente funcionan en los Distritos Judiciales en donde se halla en vigencia el Nuevo Código Procesal Penal, y también se ha implementado la Unidad Distrital de Lima Centro que funciona como plan piloto para los casos de abuso sexual (adultos, niños, niñas y adolescentes) y violencia familiar.

	20. ¿Qué mecanismos de los abajo mencionados existen para hacer efectivas las medidas de protección para las mujeres, sus familiares y/o testigos en los casos de violencia?

a) ¿fondos para traslados?

b) ¿mecanismos de rescate de mujeres?

c) ¿cambio de identidad?

d) ¿protección de testigos?

e) ¿salvoconducto para salir del país?

f) ¿redes seguras de referencia?

g) ¿otros? Especificar…




Los mecanismos existentes para hacer efectivas las medidas de protección para las mujeres, sus familiares y/o testigos en los casos de violencia son: protección de testigos, salvoconducto para salir del país y redes seguras de referencia.

Para el caso de violencia familiar se tiene a disposición el sistema de casas de refugio del Programa Nacional contra la Violencia Familiar y Sexual así como el soporte psicológico que se puede brindar a través de los Centros de Emergencia Mujer.  

En cuanto a fondos para traslados, en casos de trata de personas el Ministerio de Relaciones Exteriores, ha acudido al rescate de víctimas en coordinación con el Ministerio del Interior, para la repatriación al Perú de la víctima y sus familiares. 

Las medidas de protección referidas a cambios de identidad, traslados y otras, fueron establecidas en referencia a procesos penales y alcanzan a los colaboradores, testigos, peritos y víctimas
/. 

Las medidas de protección que puede adoptar el órgano jurisdiccional o el Ministerio Público  son las siguientes
/: 

a)
Protección policial, que puede incluir la designación de personal policial permanente en su domicilio y en sus desplazamientos cotidianos, el cambio de residencia a un lugar no conocido, el traslado del protegido a un local o vivienda especial y, de modo general, la ocultación de su paradero para todos los efectos; 

b)
Reserva de la identidad del protegido en las diligencias en que intervenga, imposibilitando que conste en las actas respectivas su nombre, apellidos, domicilio, lugar de trabajo y profesión, así como cualquier otro dato que pudiera servir para la identificación del mismo. En estos casos se permitirá la asignación de una clave secreta, que sólo será de conocimiento de la autoridad que imponga la medida y de la Unidad Policial Especial a que hace referencia el Capítulo III del presente Reglamento; 

d)
Utilización de procedimientos, mecánicos o tecnológicos, tales como videoconferencias u otros medios adecuados, siempre que el órgano jurisdiccional cuente con los recursos necesarios para su implementación. Estas medidas se adoptarán para evitar que se ponga en peligro la seguridad del protegido una vez desvelada su identidad y siempre que lo requiera la preservación del derecho de defensa de las partes en el proceso penal; 

e)
Fijación, como domicilio la sede de la fiscalía competente, a efectos de citaciones y notificaciones; 

f)
Facilitación de documentos que contengan una nueva identidad y, de ser el caso, de medios económicos para cambiar su residencia o lugar de trabajo, en circunstancias excepcionales y de especial gravedad. Corresponderá al Fiscal del caso decidir estas medidas excepcionales, mediante resolución motivada, aprobada por el Fiscal Superior Coordinador y previa consulta con el Fiscal de la Nación de los recursos que puedan utilizarse. A estos efectos, en el primer caso, se cursará oficio -estrictamente reservado- a las autoridades competentes para la entrega de los nuevos documentos de identidad, mediante un procedimiento secreto a cargo de la Unidad Policial Especial correspondiente; y, en el segundo caso, se hará entrega al protegido del dinero respectivo según los procedimientos reservados que regule la Fiscalía de la Nación, cuidando la Unidad Policial Especial del correcto uso del mismo según los fines que determinaron el apoyo económico. Cuando exista proceso penal en curso, el Juez será el encargado de dictar estas medidas excepcionales; 

g)
Ubicación del colaborador que se encuentre recluido en un establecimiento penitenciario en un ambiente que garantice su seguridad e integridad física; 

h)
Protección de los derechos laborales de conformidad con la legislación vigente.

	21. ¿Cuentan con evaluaciones y estudios sobre cuánto tiempo toma en la realidad otorgar medidas de protección luego de la presentación de la denuncia? ¿Cuentan con estadística sobre cuántas y qué tipo  de  medidas de protección fueron otorgadas a mujeres afectadas por violencia en el último año, en relación al total de medidas de protección solicitadas?
/



En la actualidad, no se cuenta con evaluaciones y estudios respecto al otorgamiento de las medidas de protección; tampoco se cuentan con estadísticas respecto al otorgamiento de las medidas de protección.

	22.
¿Se cuenta con protocolos de atención para las mujeres, niñas y adolescentes afectadas por 
la violencia, en el idioma oficial y en el de los pueblos indígenas, para uso de la/s:

a) Policía y personal de las entidades receptoras de denuncias?

b) Fiscalías?

c) Operadores/as de salud?

d) Otros? Especificar…

En caso de que existan, anexar una copia de este(os) protocolo(s). En caso de que no exista este protocolo, o exista sólo en idioma oficial, explicar qué pasos se han tomado para su elaboración y/o traducción.
/



El Programa Nacional Contra la Violencia Familiar y Sexual  cuenta con protocolos de atención para los casos de violencia,  los cuales se encuentran en el  Manual de los Centros Emergencia Mujer, lineamientos de atención y en los instructivos de registro. El año pasado se aprobó la Guía de atención integral de los CEM mediante Resolución Ministerial Nº 185-2009-MIMDES.

a) Policía y personal de las entidades receptoras de denuncias? 

Cuenta con  el Protocolo de Prevención y Atención en Trabajo Infantil – Protocolo de Intervención Policial para la Atención, Orientación y Derivación de Personas Víctimas de Violencia Familiar.

b) Fiscalías? 

Cuenta con la Directiva  N° 005-2009-MP-FN, sobre la “Intervención de los Fiscales de Familia, Penales y Mixtos frente a la Violencia Familiar y de Género y Directiva sobre el Registro de información de los Homicidios de Mujeres en el Contexto de Feminicidio y Tentativa de Feminicidio”; directiva que fuera aprobada por Resolución de la Fiscalía de la NaciónN 1690-2009-MP-FN, del 20 de noviembre del 2009.

Protocolo de Reconocimiento Médico Legal para la detección de Lesiones o Muerte resultante de Tortura-Alcances de la Resolución Nº 523-97-SE.

c) Operadores/as de salud? 

El Ministerio de Salud cuenta con la Guía Técnica para la atención de las personas afectadas por la violencia basada en género aprobada con Resolución Ministerial N° 141-2007/MINSA. Normas y Procedimientos para la Prevención y Atención de la Violencia Familiar y el Maltrato Infantil. Cuenta también con Guías Nacionales de Atención Integral de la Salud Sexual y Reproductiva, el Manual de Orientación/Consejería en Salud Sexual y Reproductiva (Contiene el tema de Violencia Basada en Género). 

IV.
SERVICIOS ESPECIALIZADOS

	25. ¿En los últimos cuatro años, el Estado (no sociedad civil) ha aumentado los refugios, casa de acogida y centros de apoyo integral para mujeres afectadas por la violencia, sus hijas e hijos? De ser así, explicar cuántos y en que localidades. De no ser así, explicar qué medidas se han tomado para aumentar dicho número, y fecha estimada de operación de los nuevos refugios y centros de atención.
/



En los últimos 4 años no se ha incrementado el número de Hogares de Refugio Temporal. Sin embargo, se está promoviendo a nivel nacional, a través de visitas de sensibilización y acciones de incidencia ante  los representantes de los gobiernos locales a fin de que implementen Hogares de Refugio Temporal en sus localidades; en la actualidad, en coordinación con la sociedad civil contamos con 46 Hogares Refugios en funcionamiento a nivel nacional.

	26. ¿En los últimos cuatro años se ha ampliado y/o mejorado la cobertura de servicios gratuitos especializados proporcionados por el Estado (no sociedad civil) como:

a) Asesoría jurídica gratuita previa al proceso?

b) Patrocinio jurídico gratuito durante el proceso?

c) Líneas telefónicas gratuitas, que atiendan 24 horas a nivel nacional?

d) Programas de salud, incluso de salud sexual y servicios de interrupción legal del embarazo?

e) Consejería psicológica, terapia, grupos de apoyo y autoayuda?

f) Otros? Especificar…

En caso de que se hayan aumentado explicar de qué forma se amplió y/o mejoró la cobertura. En caso de que no se hayan aumentado, explicar las razones y qué medidas se han tomado para garantizar dicho aumento o mejora
/.




En los últimos 4 años se han creado 32 Fiscalías Provinciales y 3 Fiscalías Superiores competentes para casos civiles y de familia
/; asimismo en los últimos 4 años se han creado 47 Centros Emergencia Mujer para la atención integral de las personas afectadas por hechos de violencia familiar y sexual, Contando con 89 Centros de Emergencia Mujer a nivel nacional, con un número de 17,040 atenciones de lo que va de enero a mayo del presente año.

El Ministerio de Justicia desde el año 2004 a febrero de 2008, se ha implementado veinte (20) Centros de Asistencia Legal Gratuita – ALEGRA que concentran los servicios de: Defensoría de Oficio, Consultorio Jurídico Popular y Conciliación Extrajudicial, los que permiten al ciudadano acceder a una oportuna y adecuada asistencia legal.

Los 20 Centros ALEGRA en funcionamiento se ubican en: Arequipa, Ayacucho, Callao, Cusco (Quispicanchi), Huaraz, Huancayo, Ica, Lima (San Juan de Miraflores), Lima (Los Olivos), Madre de Dios, Trujillo, Chincha, Congreso de la República,Tumbes, Huaura, Huancavelica, Cerro de Pasco, Puno, Callao - Ventanilla (ALEGRA MÓVIL), Apurímac - Andahuaylas (ALEGRA - MÓVIL). 

El MIMDES cuenta con la Línea 100, línea que  brinda orientación, consejería y derivación especializada ante situaciones de violencia familiar y sexual en la que se encuentre cualquier persona, sean: niñas, niños, adolescentes, mujeres o adultos mayores.

El equipo profesional de la Línea 100 se especializa en: violencia familiar, violencia sexual, explotación sexual comercial infantil, trata, abandono, exposición a trabajos en alto riesgo y aconseja sobre otras consultas requeridas por los usuarios o usuarias.

Este servicio es accesible gratuitamente desde cualquier teléfono público, fijo o celular, de lunes a domingo, durante las 24 horas del día.

REGISTRO DE ORIENTACIONES TELEFÓNICAS A TRAVÉS DE LA LÍNEA 100

	Tipos de Consulta
	ENE
	FEB
	MAR
	ABR
	TOTAL
	Promedio Mensual

	Violencia Familiar
	1.382
	1.461
	1.667
	1.646
	6.156
	1.539

	Otras Consultas
	88
	143
	116
	124
	471
	118

	TOTAL
	1.470
	1.604
	1.783
	1.770
	6.627
	1.657


Fuente: Programa Nacional contra la Violencia Familiar y Sexual

La línea gratuita 0800-2-3232, deriva las denuncias para las investigaciones pertinentes a la Dirección Nacional de Investigación Criminal de la Policía Nacional (DIRINCRI) que a su vez cuenta con la División de Investigación de Trata de Personas (DIVINTRAP), dependencia especializada con competencia a nivel nacional creada el 28 de marzo del 2008.

Línea de Orientación Legal Gratuita - MINJUS a través de la cual, abogados especialistas del Ministerio de Justicia, asesoran y orientan en temas legales a las personas que, con sólo una llamada telefónica, requieren ser orientadas acerca de sus derechos, cómo y dónde ejercerlos y defenderlos; llamando al (01) 421-5454, en el horario de 8:00 a.m. a 8:00 p.m. de manera ininterrumpida (lunes a viernes) y, 8:00 a.m. a 1:00 p.m. (sábados). Respecto de las atenciones legales a través de la Línea de Orientación Legal (LOL), se absolvieron 9 825 consultas, correspondiendo 3 771 a hombres y 6 054 a mujeres, siendo el 61.6% en beneficio de mujeres.”

	27. ¿Existen campañas de difusión de estos servicios para el conocimiento de las mujeres?




SI, El Ministerio de Justicia, en el 2009, ejecutó un trabajo importante con el fin llegar a la población con mensajes que promuevan la adopción de comportamientos equitativos entre mujeres y hombres, libres de cualquier manifestación de violencia, eventos en los cuales se puso a conocimiento del público en general, los servicios del Ministerio de Justicia.  Así se desarrolló lo siguiente:

· Seis (06) eventos sobre violencia familiar en zonas urbano marginales de Lima Metropolitana y Lima Provincias (Huacho-Huaura), sensibilizando a 4,270 personas.

· Diez (10) sociodramas de la obra "Palabra de Mujer", referida a la temática de violencia familiar, sensibilizando a 8 267 personas.
/
· Un (01) sociodrama de la obra "La Pesadilla sin retorno de Lita" de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), referida a la temática de trata de personas, sensibilizando a 189 personas.

· Charlas a 12 762 padres y madres de familia, representantes de Comités de Vaso de Leche, docentes de colegios secundarios, y representantes de Clubes de Madres, para informarles y sensibilizarlos sobre la temática de violencia familiar y sexual.

· Charlas a 11 040 alumnos del 4º y 5º de educación secundaria, para sensibilizarlos sobre la temática de trata de personas.

· Charlas a 14 288 alumnos de educación primaria, para sensibilizarlos sobre sus derechos y sobre la temática de la erradicación del trabajo infantil.

· 1874 adolescentes, infractores de Centros Juveniles prevenidos sobre las consecuencias del pandillaje.

· 150 estudiantes de los últimos años de las Facultades de Derecho, a nivel nacional, capacitados como pronelistas.
/
· 37 199 personas capacitadas por pronelistas acreditados a nivel nacional (26 659 escolares de nivel secundario y 10 540 líderes sociales).”

El MIMDES, a través del Programa Nacional contra la Violencia Familiar y Sexual (PNCVFS), aprobó el 2009, el Plan Nacional contra la Violencia Hacia la Mujer 2009-2015, luego de un proceso de consulta desarrollado durante el 2008 en nueve regiones del país. 

Con estas acciones estratégicas se logró en el 2009sensibilizar a un aproximado de 446,952 personas. También se trabajó en el fortalecimiento de capacidades de operadores en la prevención y atención de la violencia familiar y sexual (docentes, serenos, policías, operadores de salud, funcionariado de UGEL (Unidad de Gestión Educativa Local), formación de promotores educadores, entre otros).

Con relación a la población, se desarrollaron:

· Cuatro campañas nacionales de casa por casa, en marzo, junio, setiembre y diciembre habiéndose visitado 14,702 hogares y derivados 1,278 casos.

· Constitución de una Red de programas de radio (25) y televisión (2), en diferentes localidades del país.

· 30 procesos de formación de facilitadoras en Acción, teniendo al 2009, 800 personas capacitadas de las distintas regiones.

· Trabajo con 14 colectivos universitarios con la participación de jóvenes varones y mujeres sensibilizados.
· Coordinación y trabajo estrecho con las Organizaciones Sociales de Mujeres, en las 11 provincias de Ayacucho.
Para el fortalecimiento de las capacidades de personas que atienden casos de violencia contra las mujeres:
· Fortalecimiento de las capacidades del personal de 89 CEMs en tres encuentros macro regionales (Chiclayo, Huancayo, Arequipa) sobre: Procedimientos de atención. Guía de atención. Código procesal penal

· Interconexión a internet de 12 CEM a nivel de Lima y Callao.

· Promoción y fortalecimiento de casas refugio a través de 4 visitas realizadas por un equipo de psicólogas.

· Fortalecimiento de capacidades a operadores de 10 casas refugio de Lima y Callao, en la gestión de servicios de protección a mujeres con sus hijos.
· Capacitación al personal del Centro de Atención Institucional (CAI) a Agresores sobre atención a personas agresoras y consumo de Alcohol y acompañamiento terapéutico.
· Seminario Internacional Feminicidio: Una realidad que debemos cambiar del 23 al 24 de junio, con apoyo de AECI y UNFPA, contando con la participación de 137 personas.

· Curso "Violencia Familiar Asociada Al Consumo De Alcohol Y Otras Drogas (Cusco), con la finalidad de dotar de información en relación al tratamiento y abordaje de casos de violencia donde exista consumo de drogas. 

Para facilitar pautas de actuación e información sobre casos de violencia contra las mujeres:

· Aprobación de la Guía de atención integral de los CEM mediante Resolución Ministerial Nº 185-2009-MIMDES.

· Elaboración del Manual de prevención de la violencia familiar/sexual y del alcoholismo, a través de la ejecución del convenio PIR-DEVIDA y el MIMDES.

· Aprobación de la Directiva General de Registro Feminicidio Nº 004-2009 con Resolución Viceministerial Nº 003-2009. Se ha elaborado dossier informativo con estas directivas, manuales de registro, instrumentos y pautas de trabajo.

· Elaboración de pautas para medios de comunicación sobre tratamiento adecuado de las noticias de violencia contra la mujer, en proceso de aprobación.

· Difusión interna de investigaciones operativas 2008 sobre eficacia de los CEMs.

· Base de datos del PNCVFS actualizada, datos de los Centros Emergencia Mujer, CAI, Línea 100, RITA.

· Dos boletines Estadístico 2009 "mapa del Feminicidio", que se emiten quincenalmente en versión digital y semestralmente en versión impresa.

· Ejecución del estudio cualitativo “Feminicidio bajo la lupa”.

· Elaboración de lineamientos técnicos para las investigaciones en violencia familiar y sexual.

· Estudio sobre costos de la violencia, con apoyo de UNFPA TDR. 

· Informe de logros del Plan Nacional 2002-2007. Se encuentra pendiente el informe de balance del Plan.
/
Además, se ha suscrito un Convenio con UNMSM para acciones de prevención e investigación en temas de violencia familiar y sexual, entre ellas, un estudio sobre factores asociados de la violencia en mujeres en edad reproductiva; y en personas adultas mayores.

Además del PNCVFS, otras dependencias del MIMDES desarrollaron acciones dirigidas a sensibilizar a la población sobre la violencia de género. Así, durante el 2009, el INABIF desarrolló las siguientes acciones:

· 23 Campañas a nivel nacional que promueven relaciones familiares saludables y prevención de la violencia hacia la mujer, atendiéndose a 8,472 personas.

· 35 Campañas sobre los Derechos de la Mujer, atendiéndose a 6,045 personas.

· Talleres socio-formativos sobre promoción de derechos y prevención de violencia a niños y niñas y adolecente de los Centros de Atención y Rehabilitación Social (CARS), logrando atender a 1,127 niños y niñas: 627 mujeres y 500 varones.

· Acciones formativas para la promoción de derechos, deberes y la prevención de todo tipo de violencia, atendiendo a 5,300 beneficiarios: 3,100 mujeres y 2,200 varones.

· Talleres de capacitación en los CARS, siendo 1,920 capacitados: 1020 mujeres y 900 varones.

A través del PRONAA también llevó a cabo acciones en esta línea, sobre todo en el marco de días emblemáticos como el Día Internacional de la Mujer, Día de la Madre, Día Internacional de la No Violencia Contra la Mujer. Además, con el objetivo de promover la participación y reconocimiento de la mujer y de las organizaciones sociales, se desarrollo a nivel de los 29 Equipos de Trabajo Zonales en las regiones, la sensibilización y fomento de la conciencia social en la población para la tolerancia cero a la violencia que sufren las mujeres, con la participación de los tres niveles de gobierno. Se contó con la participación de 26,100 mujeres y 8,700 hombres a nivel nacional.

Y mediante la Dirección General de Familia y Comunidad del MIMDES, se realizó la Tercera Convención Nacional sobre Familias “Masculinidades, Paternidades y Violencia Familiar” dirigido a autoridades, operadores y representantes de organismos de cooperación internacional e instituciones privadas; logrando 424 participantes en dicho evento: 311 fueron mujeres y 107 hombres. También el Foro “Construyendo relaciones equitativas y democráticas desde las familias para la erradicación de la violencia” dirigido a representantes de ONG, OSB, Defensorías, Operadores. Participaron 155 personas: 117 fueron mujeres y 38 hombres.

El Jurado Nacional de Elecciones ha realizado el FORUM “Evaluación del cumplimiento de normas jurídicas sobre la violencia contra la mujer,” organizado con la Comisión de la Mujer del Congreso, dirigido a mujeres líderes, autoridades y ciudadanía en general.

El Ministerio de lnterior informa que durante el año 2009 se desarrollaron numerosos eventos educativos dirigidos a la población a nivel nacional, para sensibilizarlas respecto de la violencia familiar, violencia contra la mujer y la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, con participación de autoridades policiales y políticas. Se desarrollaron en el año 4,195 eventos informativos y educativos dirigidos a la población, con la participación de 45,657 hombres y 60,562 mujeres aproximadamente, especialmente en Ancash (con 445 eventos), Arequipa (428), Cajamarca (386), Huancavelica (94), Junín (74), Amazonas (70) y Lima-Callao (878).

El Ministerio de Comercio Exterior y Turismo informa que el Centro de Formación en Turismo (CENFOTUR) cuenta con un sistema de apoyo al alumnado y personal trabajador del CENFOTUR que necesite orientación y ayuda psicológica por casos de violencia contra la mujer.

V.
PRESUPUESTO
/

	29. En los últimos cuatro años, ¿cuál ha sido el porcentaje del presupuesto nacional destinado a programas de violencia contra las mujeres (no sólo familiar o doméstica)? Favor especificar si la fuente de estas partidas son los fondos públicos, el financiamiento privado o la cooperación internacional.

El Programa Nacional contra la Violencia Familiar y Sexual ha reportado, respecto a su presupuesto:




	PROGRAMA NACIONAL CONTRA LA VIOLENCIA FAMILIAR Y SEXUAL



	FUENTE FINANCIAMIENTO
	EJECUTADO
	PIM
2010

	
	2006
ENE-DIC
	2007
ENE-DIC
	2008
ENE-DIC
	2009
ENE-DIC
	

	RECURSOS ORDINARIOS
	8,502,203
	9,211,565
	12,787,055
	14,895,857
	29,096,956

	RECURSOS DIRECTAMENTE RECAUDADOS
	-
	-
	-
	2,929
	1,000

	DONACIONES Y TRANSFERENCIAS
	2,129,500
	1,754,671
	-
	2,117,535
	2,072,000

	TOTAL (Nuevos Soles)
	10,631,703
	10,966,236
	12,787,055
	17,016,321
	31,169,956


Fuente: PNCVFS 2010.

VI.
INFORMACION Y ESTADISTICAS

	31. En los últimos cuatro años, ¿Se han realizado estudios e investigaciones desde el Estado sobre violencia contra las mujeres y/o aplicación de la Convención de Belém do Pará en su país? De haberse realizado, presentar las principales conclusiones de dichos estudios y si se ha implementado alguna forma de seguimiento a nivel nacional. De no haberse realizado, ¿Qué medidas se han adoptado para realizarlos?




En los últimos cuatro años, el PNCVFS ha desarrollado los siguientes estudios relacionados con la problemática de la violencia contra la mujer:

1. El estudio “Trabajadoras del Hogar Víctimas de Maltrato y Hostigamiento Sexual. Detrás del Mandil” (2006). Las principales conclusiones fueron:
· Más de la mitad de trabajadoras del hogar entrevistadas manifiesta haber sido víctima de maltrato. 
· La violencia psicológica afecta al 54% de las entrevistadas y es el tipo de maltrato más común y recurrente y, también, es el más tolerado. Sólo un poco más de la mitad (57%) de las trabajadoras del hogar maltratadas psicológicamente, dejó el trabajo.
· La mayoría de las trabajadoras del hogar coincide en señalar a la empleadora, más conocida como «patrona» o «señora de la casa» como la principal responsable del maltrato físico o psicológico (81.8%).
· 11% de las trabajadoras del hogar reporta haber sido víctima de maltrato físico en el último año.

· 28% de las encuestadas manifestó haber sufrido hostigamiento sexual. De este grupo, 41.4% recibió propuestas para tener relaciones sexuales. 24.1% de ellas informó haber recibido un trato hostil por su negativa.

· 4% fue víctima de violación sexual. Los hombres que viven en casa fueron los agresores.

2. Estudio y elaboración de una propuesta de modelo de intervención rural para la violencia familiar y sexual en Ayacucho. (2006). Las principales conclusiones fueron:

· El modelo de intervención tiene que tener la mirada estratégica de entrada a través de otras problemáticas que sí son visibilizadas por la población como prioritarias, por ejemplo: la pobreza y el alcoholismo.

· La articulación para el reporte de casos de la violencia familiar y sexual (VF y S), estaría representada en las áreas semi urbanas o urbanas en donde se realizan las FERIAS semanales, y donde concurren varios comuneros de diferentes localidades rurales para vender sus productos.
· Mediante el diagnóstico se ha reconocido al Juez de Paz como una figura representativa en el ejercicio de la defensa y aplicación de las leyes y las costumbres en la comunidad.  En ese sentido se ha rescatado también otros actores del tejido comunal, y con ellos se ha planeado una red de intervención en la defensa de los casos de VF y S, todos y cada uno de ellos con un nivel de intervención diferente, pero vitales para el funcionamiento del sistema de resolución del problema.  

3. Investigación operativa “Eficacia de la Intervención de los Centros Emergencia Mujer” (2008). Las principales conclusiones fueron:

· Las características de las personas afectadas entrevistadas en el presente estudio coinciden con el perfil que los registros administrativos del CEM reportan: mujer, conviviente, con hijos, sin trabajo remunerado y con educación secundaria.

· Las condiciones físicas, de infraestructura, servicios básicos, privacidad, equipamiento, personal requieren reforzarse para lograr mejor comunicación y calidad de atención.

· Las acciones y procedimientos de atención se han cubierto en promedio alrededor de 50% de acuerdo a los y las usuarias entrevistadas.

· De acuerdo a las usuarias de los CEMs, los procedimientos más débiles o con mayores dificultades para desarrollarlo son los acompañamientos legales, las visitas sociales y el fortalecimiento económico.

· Se requiere fortalecer la relación con el sector salud para lograr las derivaciones para tratamiento sobre todo psicológico a los y las usuarias. Se ha priorizado en el CEM una derivación más orientada a la denuncia y proceso legal.

· Los y las entrevistadas, usuarias(os) de los CEMs, refieren mayoritariamente que a nivel psicológico obtuvieron resultados favorables. El nivel de percepción sobre la satisfacción de la atención brindada en el CEM y su recomendación es positiva.

4. Investigación operativa “Incidencia de la Violencia Familiar y Sexual en el Contexto de los CEMs y Necesidades de Capacitación” (2008). Las principales conclusiones fueron:

· La violencia física, psicológica y sexual en el último año muestra indicadores elevados.

· La manifestación de la violencia sexual más frecuente es obligar a la mujer a tener relaciones sexuales.

· El alcohol agrava los efectos de la violencia física.

· La madre es el principal referente familiar a quien se acude para pedir ayuda.

· Persisten opiniones inequitativas de género en el hogar, se les asigna actividades domésticas a las mujeres y productivas a los varones.

	32. En los últimos cuatro años, que actividades se han realizado para promover y apoyar la investigación de la violencia contra las mujeres, en coordinación con las organizaciones de la sociedad civil, así como los centros académicos del país?
/



El PNCVFS fomenta la investigación mediante la suscripción de convenios de cooperación interinstitucional con universidades públicas y privadas del país, como por ejemplo con la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos (UNMSM) y la Universidad Privada César Vallejo, en la que además de las acciones de prevención se suman las acciones de investigación conjunta en relación a la problemática de la violencia familiar y sexual. 

De otro lado, desde el 2008, y fuera del marco de un convenio, se realizan acciones coordinadas para el desarrollo de investigaciones conjuntas con la Facultad de Ciencias Matemáticas de la UNMSM.

Se ha iniciado el Estudio econométrico sobre los costos de la violencia de género, con el apoyo financiero de UNFPA.
	33.  En los últimos cuatro años, ¿se han realizado encuestas periódicas especializadas en:

a) Violencia contra las mujeres?

b) Conocimiento de las mujeres de sus derechos?

c) Conocimiento de las mujeres de servicios estatales disponibles en caso de verse afectadas por violencia?

d) Otros? Especifique…

En caso de que se hayan realizado, informar si los/as encuestadores/as recibieron capacitaciones previas sobre el tema y la metodología empleada, así como los resultados de dichas encuestas. En caso de que no se hayan realizado, informar de las medidas tomadas para realizar una.
/


El PNCVFS no realiza encuestas periódicas especializadas en los temas antes indicados; no obstante, es preciso mencionar que en los estudios realizados sobre la violencia familiar y sexual, en los que se abordaron estos temas, fueron aplicadas encuestas a las víctimas de la violencia. El equipo de encuestadores en todo momento recibió el entrenamiento y capacitación sobre aspectos relacionados con el tema estudiado y, particularmente, en lo concerniente a las consideraciones éticas a tener en cuenta durante el trabajo de campo. 

El Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) realiza y publica permanentemente, desde el año 2004, la Encuesta Demográfica y de Salud Familiar (ENDES), la misma que incluye un capítulo dedicado a la violencia contra las mujeres, en la que se reporta, entre otras, sobre la prevalencia de la violencia en mujeres alguna vez unidas que declararon haber sufrido algún tipo de violencia durante su relación de pareja. Al respecto, la tendencia en el tiempo de la prevalencia de la violencia física y las que acuden a una institución por ayuda se puede apreciar en el siguiente gráfico:
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     Fuente: INEI. ENDES CONTINUA 2004, 2005, 2006, 2008, 2009

	34. ¿Se han implementado registros sobre el número y características de las denuncias o casos de violencia contra las mujeres (no sólo familiar, intrafamiliar o doméstica) accesibles al público, en:

a) Policía y otras entidades receptoras de denuncias?

b) Tribunales y fiscalías?

c) Servicios de salud?

d) Otros? Especifique…

En caso de haberse implementado, informar el número de denuncias recibidas por año y cualquier otra información desagregada por edad, ubicación geográfica, origen étnico, estado civil, nivel educativo, ocupación y vínculo con el agresor. En caso de no haberse implementado, informar de las medidas adoptadas para implementar dichos registros.
/



El PNCVFS ha implementado los siguientes registros administrativos: atención de casos, atenciones especializadas, consultas telefónicas, eventos preventivos promocionales, feminicidio y tentativa, y de casos derivados de las sociedades de beneficencia pública. Estos registros son accesibles al público a través del portal Web del PNCVFS, cuya información es actualizada mes a mes. 

A continuación presentamos las siguientes tablas respecto a los casos atendidos por violencia familiar y sexual en los Centros Emergencia Mujer (CEM), desagregada por años, tipo de violencia, grupos de edad, ubicación geográfica y vínculo con el agresor: 

Tabla Nº 1

Casos nuevos atendidos por violencia familiar y sexual, según tipo de violencia

Período: 2002-2010
	Años
	Tipo de Violencia

	
	Violencia Psicológica
	Violencia Física
	Violencia Sexual
	No especificado
	Total

	2002
	11,140
	15,048
	3,194
	377
	29,759

	2003
	11,904
	11,455
	2,254
	2,440
	28,053

	2004
	27,902
	2,378
	0
	30,280

	2005
	26,011
	2,656
	4
	28,671

	2006
	15,719
	11,021
	3,104
	0
	29,844

	2007
	17,220
	12,304
	3,688
	0
	33,212

	2008
	23,210
	16,555
	5,379
	0
	45,144

	2009
	21,782
	14,831
	4,269
	0
	40,882

	2010 (a)
	5,333
	3,581
	847
	0
	9,761

	Total
	245,016
	27,769
	2,821
	275,606


Fuente: Sistema de Registro de Casos y Atenciones. CEM – PNCVFS

(a) Información preliminar

Tabla Nº 2

Casos nuevos atendidos por violencia familiar y sexual, según grupos de edad

Período: 2002-2010
	Año
	Grupo de edad
	Total

	
	Niños, niñas y adolescentes
(0-17 años)
	Adultos
(18-59 años)
	Adultos mayores
(60+ años)
	No especificado
	

	2002
	4,608
	23,534
	1,099
	518
	29,759

	2003
	4,678
	19,967
	989
	2,419
	28,053

	2004
	5,727
	23,423
	1,130
	0
	30,280

	2005
	5,929
	21,627
	1,109
	6
	28,671

	2006
	7,045
	21,703
	1,096
	0
	29,844

	2007
	8,391
	23,506
	1,315
	0
	33,212

	2008
	12,592
	30,805
	1,747
	0
	45,144

	2009
	10,905
	28,345
	1,632
	0
	40,882

	2010 (a)
	2,302
	7,006
	453
	0
	9,761

	Total
	62,177
	199,916
	10,570
	2,943
	275,606


Fuente: Sistema de Registro de Casos y Atenciones. CEM – PNCVFS.(a) Información preliminar

Tabla Nº 3

Casos nuevos atendidos por violencia familiar y sexual, según departamentos

Período: 2006 - 2009
	Nº
	DPTO
	2006
	2007
	2008
	2009
	Total

	1
	LIMA
	6,980
	7,883
	12,578
	11,125
	38,566

	2
	CUSCO
	1,650
	1,924
	2,645
	2,940
	9,159

	3
	AYACUCHO
	1,102
	1,522
	2,133
	2,819
	7,576

	4
	JUNIN
	1,609
	2,047
	3,474
	2,785
	9,915

	5
	CALLAO
	1,947
	1,864
	2,269
	2,409
	8,489

	6
	APURIMAC
	1,130
	1,159
	1,725
	1,745
	5,759

	7
	PIURA
	1,703
	1,902
	2,559
	1,663
	7,827

	8
	PUNO
	2,079
	2,076
	2,014
	1,560
	7,729

	9
	AREQUIPA
	546
	666
	1,469
	1,545
	4,226

	10
	SAN MARTIN
	1,033
	1,554
	1,551
	1,278
	5,416

	11
	LAMBAYEQUE
	1,571
	1,755
	1,758
	1,263
	6,347

	12
	LA LIBERTAD
	572
	467
	812
	1,108
	2,959

	13
	PASCO
	852
	829
	1,040
	922
	3,643

	14
	ANCASH
	771
	930
	1,327
	843
	3,871

	15
	LORETO
	637
	630
	844
	793
	2,904

	16
	MOQUEGUA
	975
	1,113
	1,007
	763
	3,858

	17
	HUANCAVELICA
	251
	402
	579
	736
	1,968

	18
	HUANUCO
	1,156
	1,012
	1,215
	664
	4,047

	19
	TACNA
	838
	720
	729
	636
	2,923

	20
	MADRE DE DIOS
	138
	245
	443
	622
	1,448

	21
	ICA
	471
	521
	863
	606
	2,461

	22
	CAJAMARCA
	579
	554
	588
	585
	2,306

	23
	UCAYALI
	643
	664
	753
	551
	2,611

	24
	AMAZONAS
	69
	178
	346
	501
	1,094

	25
	TUMBES
	542
	595
	423
	420
	1,980

	Total
	29,844
	33,212
	45,144
	40,882
	149,082


Fuente: Sistema de Registro de Casos y Atenciones. CEM – PNCVFS

Tabla Nº 4

Principal agresor de la mujer según grupo de edad y tipo de violencia 

Periodo: 2009

	Tipo de Violencia
	0-17 años
	18-59 años
	60+ años

	
	Principal Agresor 
	%
	Principal Agresor 
	%
	Principal Agresor 
	%

	Psicológica
	Madre/Padre
	78%
	Esposo/Conviviente
	69%
	Hijo(a)
	44%

	Física
	Madre/Padre
	67%
	Esposo/Conviviente
	73%
	Hijo(a)
	34%

	Sexual
	Otro *
	48%
	Otro *
	35%
	Otro *
	53%


* Persona fuera del entorno familiar

	35. ¿Se cuenta con información en los últimos cuatro años sobre:

a) Número de mujeres víctimas de violencia en el año, por edad, estado civil, tipos de violencia y ubicación geográfica?

b) Número de procesos por violencia contra las mujeres, con respecto al total de denuncias por violencia contra las mujeres?

c) Número de procesos sentenciados condenando al agresor por violencia contra las mujeres, con respecto al total de las denuncias realizadas?

d) Número de mujeres víctimas de feminicidio
/ al año por edad, estado civil y ubicación geográfica?

e) Número de procesos de feminicidio sentenciados condenando al agresor por año con respecto al total de casos registrados?

f) Otros? Especifique…

En caso de contar con dicha información, incluir dichas cifras. En caso de no contar con dicha información, explicar qué medidas se han adoptado para contar con dichas cifras en el futuro.
/



El PNCVFS desde el año 2002 cuenta con información sobre el número de mujeres víctimas de violencia que acuden a los Centros Emergencia Mujer que operan a nivel nacional; básicamente está desagregada por edad, tipos de violencia y ubicación geográfica.

Desde el año 2009, año en que se creó el Registro de Feminicidio y Tentativa del MIMDES, se cuenta con información sobre las mujeres víctimas de feminicidio desagregada por edad y ubicación geográfica. La variable estado civil no se registra; pero sí el vínculo con el agresor. Este programa registró del 1 de enero al 31 de diciembre del 2009,  203 casos, de los cuales 139 son por feminicidio y 64 por tentativa de feminicidio. Por su parte el Ministerio Público, de setiembre  2008 a Junio  2009 se han registrado 89 casos de Feminicidio.

	36. ¿Existe algún mecanismo u órgano de coordinación entre los institutos de las mujeres y las entidades públicas que elaboran y recopilan estadísticas nacionales, para mejorar la recopilación estadística en materia de violencia contra las mujeres? En caso de que exista, explicar cuál es, sus objetivos y funciones.
/



Si, el Instituto Nacional de Estadística e Informática - INEI, el cual dentro de la ENDES Continua,  incorpora el tema de violencia familiar y sexual; para la elaboración de esta encuesta, el INEI ha coordinado con el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social, el Ministerio de Salud, Educación, entre otros, para la elaboración de las preguntas de la misma.  


INFORME FINAL SOBRE PERÚ

ANÁLISIS DE LA RESPUESTA DEL GOBIERNO DE PERÚ AL

CUESTIONARIO PARA LA EVALUACIÓN DE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”

Introducción
El CEVI agradece a la Autoridad Nacional Competente del Perú, por responder de manera detallada a la mayoría de preguntas contenidas en el cuestionario de la Segunda Ronda de Evaluación Multilateral y a las observaciones hechas por el Comité. También agradece a CLADEM –Perú por el envío de un informe en respuesta al cuestionario sometido por el CEVI.

Este informe  se elaboró teniendo en cuenta el mandato de la Convención de Belém Do Pará, en sus artículos 7 y 8, las disposiciones del Estatuto del MESECVI y el Reglamento del Comité Expertas en lo concerniente a la elaboración de los informes.

Este informe contiene una valoración de los avances y obstáculos que se infieren de las respuestas dadas al cuestionario y a los comentarios del Comité por parte de la Autoridad Nacional Competente, sobre la implementación de la Convención de Belém Do Pará durante los  años posteriores a la Primera Ronda de Evaluación, así como las observaciones y recomendaciones generales y especificas consideradas pertinentes por el Comité.  

 Las principales fuentes consultadas para la elaboración del mismo, han sido, el informe presentado por la Autoridad Nacional Competente, así como la reacción al informe preliminar, el Informe de la Primera Ronda de Evaluación, el Informe presentado por organizaciones de la sociedad civil de Perú y documentos, leyes, normativas y planes a los cuales se tuvo  acceso a través de Internet.

El CEVI felicita al Estado Peruano por la muestra de preocupación y esfuerzos para enfrentar la violencia contra las mujeres.    

Resumen Ejecutivo: 

El informe presentado por la Autoridad Nacional Competente  responde de una manera bastante exhaustiva a las preguntas  del  cuestionario sometido y a los comentarios hechos por el Comité en el informe preliminar. Igualmente, el Informe de las organizaciones de la sociedad civil da respuesta a todas las preguntas del cuestionario, con alto nivel de documentación de  sus respuestas.

En el Ámbito legislativo,  el Estado Peruano ha desarrollado múltiples iniciativas con miras a adecuar la legislación nacional al mandato de la Convención, estas incluyen, la adopción de leyes, normativas ministeriales, protocolos, guías y planes de trabajo para prevenir, atender y sancionar la violencia intrafamiliar. También han hecho importantes esfuerzos para asegurar la coordinación interministerial y con la sociedad civil.    

El principal desafío en el orden legislativo, es superar el enfoque de la violencia orientado al ámbito familiar. Para cumplir con el mandato de la Convención, el Estado debe legislar sobre la violencia contra las mujeres en toda su tipología y características y desde un enfoque de derechos humanos. Lo que supone avanzar en el abordaje de los derechos sexuales y derechos reproductivos, en la definición y tipificación del feminicidio/femicidio, prostitución forzada, trata y tráfico de mujeres, violencia sexual dentro del matrimonio, entre otros aspectos. También, enfrenta el imperativo de lograr que los planes y las políticas sectoriales  y ministeriales integren la violencia contra las mujeres como parte de su agenda de trabajo.

El deficitario presupuesto para el trabajo de prevención, atención y sanción a la violencia contra las mujeres e intrafamiliar, fue una de las debilidades que mostró el Estado Peruano en la Primera Ronda de evaluación. Nuevamente, los resultados de este informe evidencian poco progreso en este aspecto, por lo que el Estado enfrenta el desafío de adoptar medidas que permitan reforzar su compromiso en la lucha contra violencia hacia las mujeres,  a través del incremento del presupuesto público. 
I. Legislación
Avances
La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer,  fue aprobada por el Estado Peruano mediante  Resolución Legislativa Nº 26583 del 11 de marzo de 1996 y ratificada el 02 de abril del mismo año. De acuerdo a su legislación,  tiene rango constitucional y es de aplicación directa. Pero, siendo la normativa de la convención “non self executing” es decir, de carácter programático, para que pueda ser aplicada en su pleno contenido, es necesario que se de dicha armonización  con su legislación penal, civil, administrativa y desarrollo de sus mandatos. 

Aunque el Estado Peruano no dispone de una ley que defina la violencia contra las mujeres, es importante resaltar la existencia de disposiciones de carácter administrativo y ministerial que  la definen y tipifican, como es el Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer 2009-2015 aprobado por DS 003-2009-MIMDES, del 23 de marzo del 2009. También el  Ministerio de Salud, adoptó a través de la  Resolución Ministerial N° 668-2004 / de Junio de 2004, las “Guías Nacionales de Atención Integral de la Salud Sexual y Reproductiva, al igual que la “Guía Técnica para la Atención Integral de las personas afectadas por la Violencia basada en Género”, aprobada mediante la Resolución Ministerial Nº 141-2007/ de  Febrero de 2007. 

Las “Guías Nacionales de Atención Integral de la Salud Sexual y Reproductiva, tienen un protocolo específico para abordar la violencia contra las mujeres, el mismo contempla la definición  de todos los tipos de violencia como son: violencia contra la mujer, violencia física, violencia psicológica y emocional, violencia económica violencia sexual, acoso sexual, abuso sexual, violación e incesto. Ofrece lineamientos generales para la detección de los casos de violencia,  el manejo de los casos, la profilaxis y el  establecimiento de un plan de seguridad para las mujeres.
En diciembre del 2009, fue aprobada en el Ministerio público la Directiva Nº 005 -2009-MP-FN “Intervención de los Fiscales de Familia, Penales y Mixtos Frente a la Violencia Familiar y de Género con el  objeto  de “regular la intervención de los Fiscales de Familia, Penales y Mixtos frente a la violencia familiar en niñas, niños, adolescentes, hombres y contra la mujer, desde una perspectiva de género; así como también, en el caso de las demás víctimas de violencia familiar que se encuentren en situación de mayor vulnerabilidad, considerándose además la diversidad cultural del país de las comunidades campesinas y nativas” Esta directiva se sustenta  en la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer  y en la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará).

En febrero del 2003, fue aprobada la Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual (Ley Nº 27942), a partir de ahí, el Estado Peruano ha adoptado un número importante de disposiciones ministeriales para prevenir  y sancionar el hostigamiento sexual que se produce en relaciones de jerarquía y dependencia en diversos escenarios institucionales, como en el Ministerio de Educación, Ministerio de Defensa, Ministerio de Trabajo, Poder Judicial, Policía Nacional, entre otros. El informe presentado por la Autoridad Nacional refiere que en 15 gobiernos regionales, se han adoptado resoluciones en ese orden.  En noviembre del 2009, se promulgó  la Ley 29430, de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual que modifica la anterior Ley 27942, con el propósito de mejorar las acciones de prevención y sanción.
En enero de 2007, se aprobó la Ley No 28950 contra la Trata de Personas y el Tráfico de Migrantes y en noviembre 2008, fue aprobado su Reglamento el D.S. Nº 007-2008-IN. Tanto la Ley como el reglamento responden a los lineamientos del Protocolo de Palermo.

El Código Penal Peruano, en su  Artículo 174, bajo la denominación “Violación de persona bajo autoridad o vigilancia” sanciona la violencia contra las mujeres cometida en los hospitales, centros educativos, centros de privación de libertad y otras instituciones del Estado, “El que, aprovechando la situación de dependencia, autoridad o vigilancia tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o introduce objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías a una persona colocada en un hospital, asilo u otro establecimiento similar o que se halle detenida o recluida o interna, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de siete ni mayor de diez años e inhabilitación de dos a cuatro años”. 

La Constitución Peruana ofrece una plataforma jurídica que favorece el reconocimiento de los derechos sexuales y derechos reproductivos, igualmente la Ley No. 28983 de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres y la Ley General de Salud (No.26842), en diferentes enfoques reconocen los derechos sexuales y los derechos reproductivos.  

Las “Guías Nacionales de Atención Integral de la Salud Sexual y Reproductiva, definen los derechos sexuales y los derechos reproductivos y plantean que el “Estado debe garantizar que toda persona pueda: decidir cuantos hijos va a tener, decidir el espaciamiento de los hijos, regular su comportamiento sexual según su propia forma de ser, sentir y pensar sin tener miedo o vergüenza, estar libre de enfermedades y deficiencias que interfieran con sus funciones sexuales y reproductivas. Las personas deben ejercer estos derechos en forma responsable, respetando la integridad, física, mental y social de las otras personas y asumir responsabilidad por las consecuencias de sus conductas sexual y reproductiva”

En las  guías se resalta “que los  derechos sexuales y reproductivos están relacionados con el libre ejercicio individual de la sexualidad y la reproducción, independientemente de la edad, condición social, raza y religión y sin estar sujeto a coerción, discriminación o violencia”. También ofrecen indicaciones para el manejo y disfrute de una salud sexual y reproductiva de calidad.  

Mediante las Guías Nacionales de Atención Integral de la Salud Sexual y Reproductiva, se define un protocolo para profilaxis de emergencia para el VIH y otras enfermedades de transmisión sexual, cubriendo los casos de violencia sexual. Este protocolo incluye la administración de la anticoncepción de emergencia.

En enero del 2007, se aprobó la Ley 28963, mediante la cual se agrava la pena, en caso de violación sexual, cuando el agresor es cónyuge o conviviente de la víctima.  Aunque la violencia sexual dentro del matrimonio y en  la unión de hecho, no se tipifica como delito en la legislación  Peruana, existe el agravante para la aplicación de las penas.

Obstáculos
El marco legal sigue siendo restrictivo, al circunscribirse a la violencia intrafamiliar, y no  contemplar una ley que defina y tipifique la violencia contra las mujeres. No obstante, es importante reconocer que el Estado Peruano ha hecho esfuerzos significativos para definir y tipificar la violencia contra las mujeres en el ámbito programático y en resoluciones de corte ministerial. Como en el Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer 2009-20015, las “Guías Nacionales de Atención Integral de la Salud Sexual y Reproductiva” y  la “Guía Técnica para la Atención Integral de las personas afectadas por la Violencia basada en Género, entre otras. 
El no contar con disposiciones civiles, penales o administrativas para prevenir y sancionar la violencia patrimonial  o económica, constituye un vacío de alta relevancia en  la lucha contra la violencia. 

En el tema de conciliación, como medida de solución extrajudicial a los casos de violencia intrafamiliar, el Estado Peruano ha hecho cambios importantes en su legislación para limitar la conciliación en dicho ámbito, los cuales se expresan en la Ley No. 29282 y el Decreto Legislativo No. 1070, de junio 2008 que modifica la Ley 26872 sobre conciliación y el artículo 324 del Código Procesal Civil. Estos cambios están en correspondencia con una recomendación del primer informe  que planteaba que “Deben realizarse las gestiones requeridas a fin de lograr una propuesta de modificación de la normativa permisiva de las conciliación  en materia de violencia familiar, a fin de que se pueda eliminar esta posibilidad sobre todo como una alternativa para finalizar una situación de violencia familiar. Esto se puede establecer a través de la promulgación de una ley que contenga una prohibición expresa en ese sentido”. 

A pesar de lo indicado en el párrafo anterior, la legislación sobre violencia presenta un vacío al no contar con una normativa que exprese de manera explícita la prohibición de la conciliación como método de solución extrajudicial en los casos de violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes fuera del ámbito de la violencia familiar. 

La legislación no contempla ninguna normativa que tipifique el feminicidio/femicidio como tal, ni como agravante de homicidio. La información a la que se pudo  tener acceso durante la elaboración del informe, muestra la gravedad de los crímenes contra las mujeres en función de su género, estimándose en promedio 8 mujeres asesinadas al mes
. Al respecto, el Estado Peruano respondió, que los  feminicidios/femicidios, se sancionan bajo las figuras penales de homicidio simple, parricidio y homicidio calificado. 

 El artículo 109 del Código Penal Peruano,  contiene  un tipo penal relativo a los  atentados contra la vida de las personas, denominado “Homicidio por Emoción Violenta” que puede contribuir a la impunidad en los casos de feminicidios/femicidios.  “El que mata a otro bajo el imperio de una emoción violenta que las circunstancias hacen excusable, será reprimido con pena privativa de libertad, no menor de tres ni mayor de cinco años”. En el caso de parricidio,  la pena será no menor cinco ni mayor de diez años.

Carencia en la legislación nacional de disposiciones penales que sancionen la violencia sexual cometida en conflictos armados, tortura crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad. No existe una tipificación de los Delitos contra el derecho Internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario.  En cambio,  sí  existe sanción para la violencia cometida contra las mujeres en instituciones estatales como en los hospitales, centros educativos, centro de privación de libertad, entre otras. 
Entre las  trabas al ejercicio de los derechos sexuales y los derechos reproductivos  se encuentra la  criminalización a la interrupción del embarazo en caso de  violación, no obstante,  el Estado Peruano en su respuesta al informe preliminar expresa estar dando paso de avances en ese orden, ya que será  presentada una propuesta al Congreso de la República para despenalizarlo “Cuando el embarazo sea consecuencia de violación sexual, siempre que los hechos hubiesen sido denunciados penalmente, así como de la inseminación artificial o transferencia de un óvulo fecundado no consentidas’’.

La legislación muestra debilidad al no tipificar como delito la violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho, si bien la vía de pena agravada es una respuesta de importancia, esta no es suficiente  para asegurar a las mujeres una vida libre de violencia. 

II.  Planes Nacionales 
Avances:

El Estado Peruano cuenta con el Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer 2009-2015, el cual aborda las diferentes formas de violencia contra las mujeres, sus objetivos se orientan a garantizar la adopción e implementación de políticas públicas encaminadas a enfrentar el problema de la violencia hacia las mujeres, desde un enfoque intersectorial y participativo, en los diversos niveles de gobierno; Garantizar el acceso de las mujeres afectadas por la violencia basada en género, a los servicios públicos de calidad, incluyendo el acceso al sistema de salud y judicial, entre otros, contribuyendo a superar su condición de víctimas e identificar y promover la transformación de patrones socioculturales que legitiman, toleran y exacerban  la violencia hacia las mujeres, con la finalidad de establecer nuevas formas de relaciones sociales entre mujeres y hombres.

Este plan contempla diversos mecanismos para su implementación, seguimiento y monitoreo, donde participan actores estatales y de la sociedad civil. Cuenta con cuatro instancias de implementación: Comisión Multisectorial Permanente de Alto Nivel, Grupo de Trabajo Nacional, Mesas Intrasectoriales e Instancias Regionales de Concertación. El plan se rige por los siguientes principios: Políticas públicas basadas en resultados;  desarrollo de Planes Anuales que incluyan las acciones del Plan en las regiones; intersectorialidad e intergubernamentalidad y  Democracia participativa.

En torno a la pregunta de si el Estado fomenta la participación de la sociedad civil, el informe  da cuenta de una satisfactoria participación de la sociedad civil en la elaboración del Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer 2008-2015, el cual  incluyó una consulta con la sociedad civil en su fase de diseño, pero también contempla la participación  en los mecanismos de implementación y monitoreo.

En los comentarios al informe preliminar la Autoridad Nacional Competente reporta que  “para  el seguimiento y monitoreo del Plan se cuenta con un Grupo de Trabajo Nacional (GTN), que es una instancia de gestión, instalada el 04 de setiembre del 2009, la cual está integrada por representantes técnicos de los sectores Mujer y Desarrollo Social, Interior, Justicia, Educación, Salud, Relaciones Exteriores, Trabajo y Promoción del Empleo e Interior y 6 instituciones representativas de la sociedad civil: Comité Latinoamericano y del Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer CLADEM,  Instituto de Defensa Legal IDL, Calandria, Red Nacional de Promoción de la Mujer RNPM, Instituto de Paternidad Responsable INPPARES, Centro de Estudios Sociales y Publicaciones CESIP. Se han realizado 5 sesiones hasta el momento”.

Obstáculos:
En relación a la pregunta, de si se contempla el tema de violencia contra las mujeres en los planes nacionales y estrategias sectoriales, tanto en la respuesta dada por la Autoridad Nacional, como  en otras fuentes consultadas, incluido el Informe Sombra, se aprecia debilidad del abordaje del tema de la violencia contra las mujeres en  los planes nacionales en el campo de la educación, salud, trabajo, entre otros.  El hecho de que los objetivos del  Plan contra la violencia 2002-2007,  y del Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer 2009-2015,  no se reflejen en los planes sectoriales o ministeriales, constituye una debilidad  en la implementación de políticas públicas transversales  y sectoriales en el campo de la  violencia contra las mujeres.

En el Informe Sombra se destaca, la ausencia del abordaje de la violencia contra las mujeres en  el Plan Nacional de Educación Para Todos 2005-2015;  en los Lineamientos de Política Sectorial para el periodo 2006-2011, del Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo;  en el Plan Nacional para la Superación de la Pobreza 2004-2006; en la Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria 2004-2015” y la “Estrategia de Desarrollo Rural”, en el Plan Nacional Concertado de Salud – Perú 2007 – 2020 que no menciona en específico el tema de la violencia contra la mujer y en el Plan Estratégico Multisectorial de Prevención y Control de ITS y VIH/SIDA 2007 – 2011 (PEM).   

El informe muestra un gran vacío en cuanto a la existencia de planes de formación continuos (no capacitaciones aisladas o esporádicas) sobre violencia contra las mujeres y derechos de las mujeres en el marco de la Convención de Belém do Pará, con excepción del Programa de Formación de Promotores Educadores, el cual tiene una cobertura limitada, no fue posible documentar otra experiencia. A pesar de que se hacen esfuerzos importantes a través de acciones asiladas de formación, las cuales fueron reseñadas por la Autoridad Nacional en la respuesta al cuestionario y en los comentarios al informe preliminar.    
En cuanto a las campañas nacionales de divulgación sobre los derechos de las mujeres y en especial de la Convención, el informe presentado por la Autoridad Nacional y otras fuentes consultadas muestran escasas acciones en los últimos años y falta de precisión en la información. 

III. Acceso a la Justicia: 

Avances:

El informe  presentado por la Autoridad Nacional muestra que ha habido un incremento en el número de entidades encargadas de recibir denuncias sobre la  violencia contra la mujer, indican que en los últimos cuatro años se crearon 32 Fiscalías Provinciales, 3 Fiscalías Superiores competentes para casos civiles y de familia
/,  47 Centros Emergencia Mujer para la atención integral de las personas afectadas por hechos de violencia familiar y sexual, (20) Centros de Asistencia Legal Gratuita – ALEGRA que concentran los servicios de: Defensoría de Oficio, Consultorio Jurídico Popular y Conciliación Extrajudicial.  

Existen tres líneas que ofrecen servicios diversos para los casos de violencia. La Línea 100, dependiente del Ministerio de la Mujer, la cual ofrece servicios en línea de orientación, consejería y referencia. La misma dispone de profesionales especializados en los diferentes tipos de violencia; la línea gratuita 0800-2-3232, deriva las denuncias para las investigaciones pertinentes a la Dirección Nacional de Investigación Criminal de la Policía Nacional y la Línea de Orientación Legal Gratuita - MINJUS a través de la cual, abogados especialistas del Ministerio de Justicia, asesoran y orientan en temas legales a las personas. 

El Ministerio Público cuenta con un Observatorio de la Criminalidad, el cual desagrega los datos de homicidios por sexo de la víctima y la relación con el perpetrador. 

En cuanto a la existencia de medidas administrativas o de otro tipo que faciliten a las mujeres el acceso a la justicia y garanticen el debido proceso, en  lo que respecta a personal especializado, la Policía Nacional ha establecido espacios de formación para personal que atiende casos de violencia familiar a través de la División de Familia, amparada en la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar que señala que el Ministerio del Interior “dispondrá la capacitación de personal especializado en la Policía Nacional, para la atención en lo dispuesto en esta Ley”
. Igualmente, el Ministerio Público reporta la realización de actividades de formación dirigidas a Fiscales, Personal del Instituto de Medicina Legal y personal administrativo. El Ministerio de la Mujer y el Desarrollo Social también destaca la realización de actividades para la especialización y formación del personal que trabaja en el manejo de los casos de violencia.

Confidencialidad y protección de los datos de la víctima, sus familiares y/o testigos

El artículo 10° del T.U.O de la Ley N° 26260 contempla medidas de protección inmediata previstas con la  finalidad de garantizar la integridad física y psicológica de las personas víctimas de violencia familiar. El Código Procesal Penal – Decreto Legislativo N° 957, contempla medidas destinadas a la protección de testigos, peritos, agraviados o colaboradores intervinientes en los procesos penales.
En su informe,  la Autoridad Nacional refiere que el “Ministerio Público cuenta con la Unidad Central de Asistencia de Víctimas y Testigos
/, como órgano de apoyo de la Fiscalía de la Nación. Tiene como principal propósito establecer los mecanismos de asistencia a favor de las víctimas y testigos que se encuentren en una situación de riesgo o peligro como consecuencia de su intervención en una investigación o proceso de índole penal, posibilitando su intervención a través de un testimonio idóneo, preservando a su vez su integridad física y psíquica”. También destaca que  mediante Resolución N 053-2008-MP-FN del 15 de enero de 2008 se aprobó el "Reglamento del Programa Nacional de Asistencia a Víctimas y Testigos" Este reglamento tiene como fin principal promover el adecuado cumplimiento de las medidas para el Programa de Asistencia a víctimas y testigos del Ministerio Público, con la finalidad de cautelar sus testimonios o aportes en la medida que no sufran interferencia o se desvanezcan por factores de riesgo ajenos a su voluntad.

Otra normativa importante en orden a la confidencialidad y protección de los datos de la víctima,  es la Directiva 005-2009-MP-FN sobre “Intervención de los fiscales de familia, penales y mixtos frente a la violencia familiar”, aprobada mediante Resolución Nº1690-2009-MP- FN, establece en su artículo séptimo, denominado Código Único de Registro  la protección de información de la víctima. Aunque  el Informe Sombra refiere que esta normativa no se está implementando.
Mecanismos para hacer efectivas las medidas de protección para las mujeres, sus familiares y/o testigos en los casos de violencia.
En Perú, la  Policía Nacional, el Ministerio Público y el Poder Judicial pueden emitir órdenes o medidas de protección amparados en la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar.  Dentro de las medidas contempladas están: protección de testigos; salvoconducto para salir del país; redes seguras de referencia; el retiro del agresor del domicilio, o la salida temporal del agresor del domicilio; la prohibición de comunicación, acercamiento o proximidad a la víctima en cualquier forma; prohibición de cualquier forma de acoso; suspensión temporal de visitas, o la prohibición temporal de toda clase de visitas por parte del agresor; Inventarios sobre sus bienes;  suspensión del derecho de tenencia y porte de armas y suspensión temporal de cohabitación. 
A través del Programa Nacional Contra la Violencia Familiar y Sexual, existe el sistema de casas de refugio; se oferta atención psicológica a través de los Centros de Emergencia Mujer, existe también la Red Nacional de Casa Refugio RECARE para la mujer y la niñez víctimas de violencia Familiar.

De acuerdo al informe presentado por la Autoridad Nacional,  el Estado cuenta con  protocolos de atención para las mujeres, niñas y adolescentes afectadas por la violencia intrafamiliar, en diferentes ámbitos, como son policía, salud, fiscalía: Entre esos protocolos se destacan: 

La Guía de atención integral de los CEM aprobada mediante Resolución Ministerial Nº 185-2009-MIMDES; la Policía cuenta con el Protocolo de Intervención Policial para la Atención, Orientación y Derivación de Personas Víctimas de Violencia Familiar;   La fiscalía cuenta con la Directiva  N° 005-2009-MP-FN, sobre la “Intervención de los Fiscales de Familia, Penales y Mixtos frente a la Violencia Familiar y de Género y Directiva sobre el Registro de información de los Homicidios de Mujeres en el Contexto de Feminicidio y Tentativa de Feminicidio”; directiva que fuera aprobada por Resolución de la Fiscalía de la Nación N 1690-2009-MP-FN, del 20 de noviembre del 2009; el Protocolo de Reconocimiento Médico Legal para la detección de Lesiones o Muerte resultante de Tortura-Alcances de la Resolución Nº 523-97-SE.

El Ministerio de Salud cuenta con la Guía Técnica para la atención de las personas afectadas por la violencia basada en género aprobada por Resolución Ministerial N° 141-2007/MINSA. Normas y  Procedimientos para la Prevención y Atención de la Violencia Familiar y el Maltrato Infantil. Cuenta también con Guías Nacionales de Atención Integral de la Salud Sexual y Reproductiva, el Manual de Orientación/Consejería en Salud Sexual y Reproductiva.
Obstáculos:
A pesar del incremento en las unidades  encargadas de recibir denuncias, el Informe Sombra presenta preocupaciones en torno a “la especialización de sus operadores en estos temas con enfoque de género, las condiciones para brindar un servicio que garantice la no revictimización, soporte emocional para el personal y la sobrecarga procesal” 

El informe llama la atención de manera especial,  en el caso de las mujeres rurales,  a propósito del Acuerdo Plenario 1-2009/CJ-116de la Corte Suprema referido a las Rondas campesinas y el Derecho Penal, “el caso de las mujeres de zonas rurales, no solo no aumentaron las entidades que reciben denuncias sino que se ha limitado el acceso a la justicia de las mujeres que siendo parte de comunidades indígenas son víctimas de violencia. El Acuerdo Plenario 1-2009/CJ-116de la Corte Suprema referido a las Rondas campesinas y el Derecho Penal, ha precisado que todo conflicto ocurrido en su ámbito territorial y que afecte un interés comunitario, será resuelto por la jurisdicción especial comunal ronderil. Sin embargo, un estudio realizado en estas comunidades arroja que la mayoría ellas considera la violencia familiar un problema privado por lo que no lo someten a la justicia comunitaria como ilícito salvo que se trate de situación extrema, es decir sólo cuando existe permanente agresión, la agresión se da en un lugar público y la vida de la mujer está en juego
. En los pocos casos en los que interviene la autoridad comunera, la tendencia es proteger los intereses de los hijos, que a su entender se verían afectados por la separación
. No obstante ello, La importancia del ejercicio de la jurisdicción especial comunal ronderil es reconocida en el mencionado Acuerdo Plenario “por la ausencia o casi nula existencia de presencia estatal”
, así como por las propias mujeres quienes opinan que la violencia familiar se debería resolver en la comunidad
. Estos factores sumados a que la violencia contra la mujer no es entendida como problema público, a no ser que llegue a situaciones de gravedad permiten anticipar que el Estado peruano está omitiendo cumplir con el deber de debida diligencia, en materia de acceso a la justicia”. 

En cuanto a la existencia de medidas administrativas o de otro tipo que faciliten a las mujeres el acceso a la justicia y garanticen el debido proceso, se presentan varios obstáculos,  como son: la rotación del personal entrenado; la no existencia de normas dentro de la Escuela del Ministerio Público que establezcan la obligatoriedad de la formación en violencia para los encargados de investigación; la no especificación de que las denuncias que se reciben sobre violencia deben recibirse en un lugar privado. El Informe Sombra indica que la Cámara Gessel del Instituto de Medicina Legal, único mecanismo “que busca evitar la revictimización o victimización secundaria”, solamente tiene cobertura para la atención de casos de violencia y explotación sexual únicamente cuando los afectados son niños y adolescentes
, sin considerar a las mujeres

Interpretes en los idiomas indígenas

Aunque la Constitución Peruana establece el apoyo de un intérprete y el  Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial
/,  faculta al justiciable en su artículo 15° a usar su propio idioma; en tal sentido señala: “Las actuaciones judiciales se efectúan en castellano. Cuando el idioma o dialecto del justiciable sea otro, las actuaciones se realizan ineludiblemente con la presencia de intérprete. Por ningún motivo se puede impedir al justiciable el uso de su propio idioma o dialecto durante el proceso.” Existe dificultad para el ejercicio de este derecho, debido a que no existen las normas que lo haga obligatorio. En el informe se plantea que “Existe una propuesta de protocolo de atención a víctimas de violencia
 de la Asociación de Jueces para la Justicia y Democracia- JUSDEM dónde se propone, entre otros puntos, esta consideración. Este protocolo a la fecha no ha sido adoptado por el Poder Judicial. Aunque  falta una normativa que haga obligatorio los interpretes en los idiomas indígenas. 

Aunque la legislación y normativa vigente para el acceso a la justicia aplican para las mujeres rurales, indígenas o afrodescendientes,  estas no acceden en igualdad de condiciones ya que la legislación, las políticas y los programas no se enmarcan en un modelo intercultural, pluriétnico y multirracial, lo que lesiona el ejercicio de los derechos a una vida libre de violencia en esos grupos poblacionales.

En cuanto a las medidas de protección, existe evidencia de obstáculos de diversas índoles, como son: la falta de recursos para ejecutar las órdenes de protección; debilidad en la coordinación entre las instituciones que intervienen en la ejecución de las órdenes; falta de estudios y estadísticas sobre el tiempo que dura favorecer a una mujer con una orden de protección luego de poner la denuncia.
A pesar de que el Estado cuenta con importantes protocolos para la atención para las mujeres, niñas y adolescentes afectadas por la violencia intrafamiliar, en diferentes ámbitos, como son policía, salud, fiscalía, estos no responden a un enfoque multicultural y etnoracial.
El informe reporta que el Estado no cuenta con evaluaciones y estudios sobre cuánto tiempo toma en la realidad otorgar medidas de protección luego de la presentación de la denuncia. Tampoco cuenta con estadística sobre cuántas y qué tipo  de  medidas de protección fueron otorgadas a mujeres afectadas por violencia en el último año, en relación al total de medidas de protección solicitadas. Esta situación, puede  afectar el acceso de las mujeres a la justicia.
Vacíos

La Autoridad Nacional no da cuenta de si los juzgados y fiscalías usan la Convención de Belém do Pará y los tratados internacionales de derechos humanos en sus sentencias y dictámenes y si se ha realizado un estudio o evaluación sobre el uso de estos instrumentos en el trabajo de jueces/as y fiscales/as, no obstante en el informe sombra reseña una carencia en la utilización de dichos instrumentos por parte de los operadores de justicia.

El Estado no  respondió sobre las  medidas  para que las mujeres rurales, indígenas o afrodescendientes tengan acceso a la justicia;  si  los juzgados y fiscalías usan la Convención de Belém do Pará y los tratados internacionales de derechos humanos en sus sentencias y dictámenes. Si se ha realizado un estudio o evaluación sobre el uso de estos instrumentos  en el trabajo de jueces/as y fiscales/as; si se   han realizado evaluaciones o estudios sobre 
a)
el uso de estereotipos, prejuicios, mitos o costumbres en los casos de mujeres víctimas de violencia, y cómo esto puede afectar el proceso y/o las sentencias?  b) si los/las jueces/zas y demás operadores/as de justicia toman en cuenta negativamente la historia personal de la víctima o su experiencia sexual antes de emitir su sentencia? En caso de existir dicho estudio, reseñar las principales conclusiones y/o sentencias relevantes.

V. Presupuesto 

Avances:
Las informaciones contenidas en la respuesta al cuestionario y en la reacción de la Autoridad Nacional Competente al informe preliminar,  muestran que no ha habido avances en la asignación del presupuesto nacional al  trabajo de prevención, sanción y atención a la violencia contra las mujeres. 

Obstáculos:

El Estado Peruano continúa mostrando una baja inversión en el presupuesto destinado a la violencia contra las mujeres. De acuerdo a los datos proporcionados por la Autoridad Nacional y el Informe Sombra, el presupuesto asignado al Programa Nacional contra la Violencia Familiar y Sexual para el año 2008, fue de 12,787,055 nuevos soles y en el 2009 de 17`099.907 que representa el 2% del presupuesto anual del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social - MIMDES.  

Igualmente, la calidad de la información disponible sobre el presupuesto sigue siendo deficitaria, no hay datos desagregados sobre cuanto se invierte en los diferentes Ministerios, especialmente en las Fiscalías, Policía Nacional y Ministerio de Salud para el manejo de la violencia. 

La Autoridad Nacional Competente no proporcionó información sobre el porcentaje del presupuesto nacional de los últimos cuatro años asignado a:

a)
comisarías de mujeres, fiscalías u otras entidades receptoras de denuncias
b)
capacitación de funcionarios/as
c)
servicios especializados: refugios y casas de acogida; línea de asistencia gratuita, asesoría jurídica gratuita, patrocinio jurídico gratuito y consejería psicológica gratuita
d)
campañas de prevención de la violencia contra las mujeres
e)
servicios de salud para las mujeres afectadas por la violencia a nivel nacional
Información y Estadísticas:

Avances

El Programa Nacional contra la Violencia Familiar y Sexual, establece lineamientos para la realización de investigaciones en el campo de la violencia familiar y sexual. En el año 2008 se realizaron las investigaciones operativas “Eficacia de la Intervención de los Centros Emergencia Mujer”  e “Incidencia de la Violencia Familiar y Sexual en el Contexto de los CEMs y Necesidades de Capacitación”.
A través del Programa Nacional Contra la Violencia Familiar y Sexual, El PNCVFS, se han realizado convenios para investigación y acciones de prevención con la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos (UNMSM) y la Universidad Privada César Vallejo. También se coordinaron acciones para el desarrollo de investigaciones conjuntas con la Facultad de Ciencias Matemáticas de la UNMSM. En la actualidad se lleva a cabo un Estudio econométrico sobre los costos de la violencia de género, con el apoyo financiero de UNFPA.

En cuanto a la realización de encuestas, el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) realiza y publica permanentemente, la Encuesta Demográfica y de Salud Familiar (ENDES), y la misma incluye un capítulo dedicado a la violencia contra las mujeres.

Igualmente, el Programa Nacional Contra la Violencia Familiar y Sexual (PNCVFS) cuenta con un sistema de estadísticas continuas en el tema de violencia familiar y sexual. Este sistema permite tener los siguientes registros: registro de casos  de los CEM; registro de intervenciones profesionales de los CEM; registro de la Línea de Orientación Telefónica  100; registro de Eventos Preventivos Promocionales; registro de derivaciones de la RITA; registro de Expedientes legales; registro CAI (referido al proyecto piloto que atiende a personas agresoras en rehabilitación) y  registro de feminicidio y tentativas: 

El informe refiere que desde el año 2009, año en que se creó el Registro de Feminicidio y Tentativa del MIMDES, se cuenta con información sobre las mujeres víctimas de feminicidio desagregada por edad y ubicación geográfica. Por otro lado, el Ministerio de Público ofrece estadísticas sobre feminicidio a través del Observatorio de Criminalidad.

Existe un Convenio Marco de Cooperación Interinstitucional entre el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social (MIMDES) y  el Instituto Nacional de Estadísticas e Informática (INEI), lo que contribuye a la mejora continua de las estadísticas sobre violencia contra las mujeres e intrafamiliar
Obstáculos:

A pesar de los avances en materia de estadísticas y registros, aún persisten algunas debilidades, como son la falta de información actualizada y de calidad sobre el número de proceso por violencia contra las mujeres,  con respecto al total de denuncias por violencia contra las mujeres; número de procesos sentenciados condenando al agresor por violencia contra las mujeres, con respecto al total de las denuncias realizadas y falta de estadísticas desagregadas por condición etnoracial.

Recomendaciones Generales:
Exhortamos al  Estado Peruano, a revisar su marco jurídico a los fines de adoptar leyes especiales que definan y tipifiquen la violencia contra las mujeres, el feminicidio/femicidio y  la violencia sexual en el matrimonio y en la unión de hecho, de manera especial, alentamos  a la Comisión Especial Revisora de la Ley de Protección frente a la Violencia Intrafamiliar ( Ley No. 26260),  a adoptar las recomendaciones que permitan avanzar y pasar de una ley  limitada al  ámbito intrafamiliar,  a una  ley que garantice a todas las mujeres una vida libre de violencia, de acuerdo a lo que establece la Convención en  el  CAPÍTULO I, Articulo 1  “Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado”.

Esta recomendación la hacemos también en virtud del mandato a los Estados que establece la Convención, en el Capítulo 111, articulo 7, literal de e “tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer” y en el Capítulo 111, articulo 7, literal c. “incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso”.
Tomar todas las medidas estén a su alcance para asegurar el diseño y puesta en marcha de  planes de formación continuos (no capacitaciones aisladas o esporádicas) sobre violencia contra las mujeres y derechos de las mujeres en el marco de lo pautado por la Convención en su  Capítulo 111, articulo 8, literales c y d “fomentar la educación y capacitación del personal en la administración de justicia, policial y demás funcionarios encargados de la aplicación de la ley, así como del personal a cuyo cargo esté la aplicación de las políticas de prevención, sanción y eliminación de la violencia contra la mujer”  y por otro lado,  “suministrar los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer objeto de violencia, por medio de entidades de los sectores público y privado, inclusive refugios, servicios de orientación para toda la familia, cuando sea del caso, y cuidado y custodia de los menores afectados

Recomendaciones Específicas:

Recomendamos al Estado Peruano, que al revisar Ley de Protección frente a la Violencia Intrafamiliar ( Ley No. 26260), analice la pertinencia de incluir la violencia patrimonial o económica, en concordancia con el mandato del capítulo 111, articulo, 7 literal d, de la Convención “adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su propiedad”

Alentamos al Estado Peruano a que en la modificación a Ley de Protección frente a la Violencia Intrafamiliar (Ley No. 26260), tipifique otras formas de  violencia sexual en el matrimonio o uniones de hecho más allá de la violación sexual. 
Hacemos un llamado al Estado Peruano,  a que sin dilación, tome todas las medidas pertinentes a fin de asegurar en la legislación una normativa que tipifique el feminicidio/femicidio. Igualmente es importante adoptar medidas a los fines de que el artículo 109 del Código Penal no se convierta en una atenuante en los casos de feminicidios/femicidios. 

Exhortar al Estado a continuar los esfuerzos encaminados a tipificar los delitos contra el derecho Internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario en congruencia con el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional.

Recomendamos continuar buscando los consensos necesarios para  asegurar  despenalización del aborto en caso de violación.

Se debe tomar medidas para  asegurar que los planes y políticas sectoriales o ministeriales, integren los objetivos de su competencia definidos en el Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer 2009-2015, así como los mandatos específicos de la Convención de Belem Do Para. De igual manera, tomar todas las medidas pertinentes a los fines de aprobar de manera definitiva el Plan Nacional de Acción contra la Trata de Personas en el Perú, 2007-2013 (PNAT y el  Plan Nacional de Acción contra la Explotación Sexual Comercial de Niños, Niñas y Adolescentes 2006-2010, 

Exhortar  al Estado para que amparado en el artículo 8 literal de la Convención “suministrar los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer objeto de violencia, por medio de entidades de los sectores público y privado, inclusive refugios, servicios de orientación para toda la familia, cuando sea el caso, y cuidado y custodia de los menores afectados” a tomar todas las medidas a su alcance a los fines de seguir incrementando el número de entidades encargadas de recibir denuncias, fortalecer las entidades que ya existen; mejorar las capacidades de los proveedores de servicios mediante la capacitación continua en materia de derechos humanos de las mujeres y para el  establecimiento del vínculo entre la violencia contra las mujeres y otras múltiples discriminaciones que viven estas  por razones raciales, lugar de procedencia, status migratorio, condiciones de salud,  entre otros.
Se solicita respetuosamente al Estado, ampliar la información de cómo garantiza la confidencialidad y protección de los datos de la víctima de violencia.  
Se solicita Estado ampliar la información en el sentido de indicar cuáles son los parámetros que sigue el registro información de los Homicidios de Mujeres en el Contexto de Feminicidio y Tentativa de Feminicidio, en vista de que no está tipificado el delito de Femicidio/Feminicidio”
Que el Ministerio Público y el Poder Judicial, a través de sus instancias encargadas de  formación y capacitación tomen las medidas a su alcance para incluir  un enfoque de género y  manejo adecuado de la violencia contra las mujeres en el desarrollo de todos sus planes de formación, capacitación, especialización y  actualización. 

Que el Estado adopte con carácter de urgencia medidas especiales, para asegurar que la legislación, las políticas  públicas y los programas se fundamenten en  un modelo intercultural, pluriétnico y multirracial, estableciendo las conexiones de la violencia contra las mujeres y otras formas de discriminación que se convierten agravante de la situación de violencia, un referente importante para este enfoque lo constituye, además de la Convención, la Declaración y el Plan de Acción de la Conferencia  Mundial contra el Racismo, la Xenofobia y otras Formas Conexas de Intolerancia, de los cuales el Estado Peruano es compromisario.

Elaborar estrategias de formación e información  con el propósito de lograr que los operadores de justicia utilicen la  Convención de Belém do Pará y los tratados internacionales de derechos humanos en sus sentencias y dictámenes. 
Recomendamos al Estado con carácter de urgencia, a tomar todas las medidas a su alcance a los fines de incrementar el presupuesto para la prevención, atención y sanción a la violencia contra las mujeres.
Asimismo, a identificar una metodología que permita evaluar en cuentas nacionales la inversión para la atención a la violencia contra las mujeres y para tener información de calidad que permita hacer análisis sobre impacto de la inversión en la respuesta nacional al problema de la violencia. 


OBSERVACIONES FINALES DEL GOBIERNO DE PERÚ

AL INFORME FINAL DE PAÍS SOBRE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”
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�.	Basada en la recomendación 4 (rec4) del Informe Hemisférico e indicador 1.1.a del documento de Indicadores para Seguimiento de las Recomendaciones del CEVI.


�.	Indicador 1.1.b.


�.	Indicador 1.1.b.


�.	Se reconoce como Feminicidio aquellos homicidios de mujeres en condición de discriminación y violencia basada en género, Plan Nacional contra la Violencia hacia la Mujer- MIMDES.


�.	La homofobia o aversión a las personas homosexuales afecta también a las mujeres. Las lesbianas son discriminadas por su orientación sexual, debido a que son personas que no tienen o no evidencian una sexualidad socialmente aceptada.  A continuación se cita las recomendaciones al IV Informe del Estado Peruano, recomendación 36 y 37. Plan Nacional contra la Violencia hacia la Mujer- MIMDES.


�.	21 de junio de 2004.


�.	De Junio de 1997.


�.	Es importante señalar que el Texto Único Ordenado de  la Ley N°26260, Ley de Protección Frente a la Violencia Familiar, modificado por el artículo 1° de la Ley N° 27306  y por el artículo 1° de la Ley N° 29282, define la violencia familiar como:


“Artículo 2.- A los efectos de la presente Ley, se entenderá por violencia familiar, cualquier acción u omisión que cause daño físico o psicológico, maltrato sin lesión, inclusive la amenaza o coacción graves y/o reiteradas, así como la violencia sexual, que se produzcan entre: a) Cónyuges, b) Ex cónyuges…”


�.	Publicado el 10 de Marzo del 2009, en el marco de l a Campaña de sensibilización contra el Feminicidio lanzada por el MIMDES.


�.	Fuente: noticias diarias en periódicos locales, que pasan por un proceso de verificación para luego ser volcadas a las fichas.


�.	Art. 4 del Decreto Supremo No. 010-2009-MIMDES.


�.	Publicada el 11 de Julio del 2002, en el Diario Oficial El Peruano.


�.	Cabe Señalar que hasta antes de promulgada la mencionada Ley, su denominación era Ministerio de Promoción de la Mujer y del Desarrollo Humano (PROMUDEH), creado el 29 de octubre de 1996 mediante Decreto Legislativo 866, teniendo como finalidad el desarrollo de la mujer y la familia, bajo el principio de igualdad de oportunidades, promoviendo actividades que favorezcan el desarrollo humano, atendiendo de manera prioritaria a los menores en riesgo.


�.	Publicada el 24 de enero de 2003.


�.	Aprobado por D.S. 012-2003-IN del 3 de octubre de 2003.


�.	Aprobado por Decreto Supremo 009-2005-MIMDES, del 13.06.05.


�.	Aprobado por el Decreto Supremo Nº 003-2009-MIMDES. 14/05/09.


�.	Creados por Resolución Ministerial Nº 216-99-PROMUDEH, la cual fue modificada por Resolución Ministerial Nº 74-2000- PROMUDEH.


�.	Decreto Supremo 017-2002-PROMUDEH (Hoy MIMDES).


�.	El Plan Nacional de Acción por la Infancia y la Adolescencia 2002 – 2010, fue aprobado por Decreto Supremo Nº 003-2002-PROMUDEH; posteriormente a través de la Ley 28487, se dio rango de Ley al D.S. de aprobación, otorgándosele al MIMDES como ente Rector del Sistema Nacional de Atención Integral al Niño y al Adolescente, la función de efectuar el seguimiento y velar por el cumplimiento de los objetivos trazados por el PNAIA.


�.	Rec13 e indicador 1.1.c.


�.	Ver Transcripción del Código Penal.


�.	Artículo 182 del Código Penal: “El que promueve o facilita la captación para la salida o entrada del país o el traslado dentro del territorio de la República de una persona para que ejerza la prostitución, someterla a esclavitud sexual, pornografía u otras formas de explotación sexual, será reprimido con pena privativa de la libertad no menor de 5 ni mayor de 10 años. La pena será no menor de 10 ni mayor de 12, si media alguna de las circunstancias agravantes enumeradas en el artículo anterior” (refiriéndose al turismo sexual infantil)  


�.	Rec 13.


�.	Rec 12 e indicador1.1.d.


�.	Resolución Ministerial Nº 405-2007- ED.


�.	Resolución Ministerial N° 494-2007- ED,  del 28 de noviembre del 2007.


�.	Decreto Supremo Nº 019-2006-TR.


�.	Rec10 e indicador 1.1e.


�.	Numeral modificado por el Artículo Único de la Ley N° 28963, publicada el 24 enero 2007.


�.	Numeral modificado por el Artículo Único de la Ley N° 28963, publicada el 24 enero 2007,


�.	"Artículo 153-A.- Formas agravadas de la Trata de Personas (Código Penal) La pena será no menor de doce ni mayor de veinte años de pena privativa de libertad e inhabilitación conforme al artículo 36 incisos 1, 2, 3, 4 y 5 del Código Penal, cuando:


5. El agente es cónyuge, conviviente, adoptante, tutor, curador, pariente hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, o tiene a la víctima a su cuidado por cualquier motivo o habitan en el mismo hogar…”.


�.	"Artículo 179.- Favorecimiento a la prostitución (Código Penal) El que promueve o favorece la prostitución de otra persona, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de seis años. La pena será no menor de cinco ni mayor de doce años cuando:


4. El autor es pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, o es cónyuge, concubino, adoptante, tutor o curador o tiene al agraviado a su cuidado por cualquier motivo...”.


�.	"Artículo 180.- Rufianismo (Código Penal) El que explota la ganancia obtenida por una persona que ejerce la prostitución será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de ocho años…


Si la víctima tiene menos de catorce años, o es cónyuge, conviviente, descendiente, hijo adoptivo, hijo de su cónyuge o de su conviviente o si está a su cuidado, la pena será no menor de ocho ni mayor de doce años."


�.	"Artículo 181.- Proxenetismo (Código Penal) El que compromete, seduce, o sustrae a una persona para entregarla a otro con el objeto de tener acceso carnal, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de seis años.


La pena será no menor de seis ni mayor de doce años, cuando: 3. La víctima es cónyuge, concubina, descendiente, hijo adoptivo, hijo de su cónyuge o de su concubina, o si está a su cuidado…”.


�.	Rec14 e indicador 1.1g.


�.	Ley de Conciliación N° 26872, modificada por la Ley N° 27398, del 13 de enero del 2001.


�.	De acuerdo a la Declaración sobre el Feminicidio del CEVI(MESECVI/CEVI/DEC.1/08), del 15 de agosto del 2008, el feminicidio es  “la muerte violenta de mujeres por razones de género, ya sea que tenga lugar dentro de la familia, unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal; nen la comunidad, por parte de cualquier persona., o que sea perpetrada o tolerada por el Estado y sus agentes, por parte de cualquier persona, o que sea perpetrada o tolerada por el Estado y sus agentes, por acción u omisión”.


�.	Rec 37 e indicador.


�.	El 89% de los casos de violencia familiar corresponden a mujeres, de acuerdo al Registro de Femincidios del Ministerio de la Mujer y Desarrollo social, se tienen 12 feminicidios mensuales registrados.


�.	Ley 29282 (25.11.2008): Modifica el Código Penal incorporando el Art. 121B: “El que causa a otro daño grave en el cuerpo o en la salud por violencia familiar será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 5 ni mayor de 10 años y suspensión de la patria potestad según el literal e) del Artículo 75 del Código de los Niños y Adolescentes. Cuando la víctima muere a consecuencia de la lesión y el agente pudo prever este resultado, la pena será no menor de 6 ni mayor de 15 años.    


�.	Ley 29282 (25.11.2008): Modifica el Código Penal - Art. 122A: En el caso previsto en la primar parte del artículo 122 cuando la víctima sea menor de 14 años y el agente sea el tutor, guardador o responsable de aquel, la pena sea privativa de libertad no menor de 3 ni mayor de 6 años, remoción del cargo según el numeral 2 del artículo 554 del Código Civil e inhabilitación a que se refiere el artículo 36 inciso 5. Cuando la víctima muere a consecuencia de la lesión y el agente pudo prevenir este resultado la pena será no menor de de 5 ni mayor de 9 años.


�.	Ley 29282 (25.11.2008): Modifica el Código Penal - Art. 122B: El que causa a otro daño en el cuerpo o en la salud por violencia familiar que requiera más de 10 y menos de 30 días de asistencia o descanso,  según prescripción facultativa será reprimido con pena privativa de libertad de no menor de 3 ni mayor de 6 años y suspensión de la patria potestad según el literal e) del artículo 75 del Código de los Niños y Adolescentes. Cuando la víctima muere a consecuencia de la lesión y el agente pudo prever este resultado la pena será no menor de 6 ni mayor de 12 años. 


�.	Ley 29282 (25.11.2008): Modifica el Código Penal Lesión Dolosa y Lesión Culposa- Art. 441: El que, de cualquier manera, causa a otro una lesión dolosa El que, de cualquier manera, causa a otro una lesión dolosa que requiera hasta diez días de asistencia o descanso, según prescripción facultativa, será reprimido con prestación de servicio comunitario de cuarenta a sesenta jornadas, siempre que no concurran circunstancias o medios que den gravedad al hecho, en cuyo caso será considerado como delito. Se considera circunstancia agravante y se incrementará la prestación de servicios comunitarios a ochenta jornadas cuando la víctima sea menor de catorce años o la lesión se produzca como consecuencia de un hecho de violencia familiar, o el agente sea el tutor, guardador o responsable de aquel.


�.	Rec 33.


�.	Derivada de Rec 33.


�.	Manual de Derecho Penal, Luis Alberto Bramont-Arias Torres, 4ta edición, Lima-Perú, página 645.


�.	Rec 33.


�.	Derivada de Rec 33.


�.	Se propone pregunta vinculada a violencia desde el Estado e incisos c), d) y e), teniendo en cuenta su inclusión en el Cuadro 4 del informe Hemisférico.


�.	Rec 18 y 19, y los indicadores de la sección 1.3.


�.	Tema tomado del cuestionario de la ONU para implementar la base de datos coordinada sobre violencia contra las mujeres, octubre 2006. La Secretaría la propuso como complemento a la pregunta 11 sobre planes nacionales. La propuesta fue modificada por el CEVI en su V Reunión.


�.	Rec 24 y 31, e indicador 2.5.2 Se incluye en esta pregunta a fuerzas militares y policiales, que no fueron consideradas en el cuestionario de la Primera Ronda de Evaluación Multilateral.


�.	Del III Informe de avances de la Ley de Igual de de Oportunidades entre Mujeres y Hombres. 


�.	MIMDES. Diagnóstico de Necesidades de Capacitación de las y los Operadores de Servicios de Atención y Prevención de la Violencia Familiar y Sexual – A Nivel Nacional. Incluye: Guías Metodológicas. 2007.


�.	MIMDES. Evaluación de Impacto. Seguimiento a la Capacitación en asuntos de Género y Violencia Familiar. Efectivos Policiales de Lima. 2007.


�.	Rec29 e indicadores 2.1.b y 2.4.


�.	“Artículo  2 de la Constitución Política del Perú .- Derechos fundamentales de la persona


	Toda persona tiene derecho:


19. A su identidad étnica y cultural. El Estado reconoce y protege la pluralidad étnica y cultural de la Nación.


Todo peruano tiene derecho a usar su propio idioma ante cualquier autoridad mediante un intérprete.  Los extranjeros tienen este mismo derecho cuando son citados por cualquier autoridad. (…)”


�.	Decreto Supremo N° 017-93-JUS.


�.	Aprobado mediante Resolución N° 616-2009-CNM del 27 de octubre del 2009.


�.	El Nuevo Código Procesal Penal contempla:


“Artículo 247 Personas destinatarias de las medidas de protección.-


1. Las medidas de protección previstas en este Título son aplicables a quienes en calidad de testigos, peritos, agraviados o colaboradores intervengan en los procesos penales.


2. Para que sean de aplicación las medidas de protección será necesario que el Fiscal durante la investigación preparatoria o el Juez aprecie racionalmente un peligro grave para la persona, libertad o bienes de quien pretenda ampararse en ellas, su cónyuge o su conviviente, o sus ascendientes, descendientes o hermanos.”


  “Artículo 248 Medidas de protección.-


1. El Fiscal o el Juez, según el caso, apreciadas las circunstancias previstas en el artículo anterior, de oficio o a instancia de las partes, adoptará según el grado de riesgo o peligro, las medidas necesarias para preservar la identidad del protegido, su domicilio, profesión y lugar de trabajo, sin perjuicio de la acción de contradicción que asista al imputado.


	2. Las medidas de protección que pueden adoptarse son las siguientes:


	a) Protección policial.


	b) Cambio de residencia.


	c) Ocultación de su paradero.


	d) Reserva de su identidad y demás datos personales en las diligencias que se practiquen, y cualquier otro dato que pueda servir para su identificación, pudiéndose utilizar para ésta un número o cualquier otra clave.


	e) Utilización de cualquier procedimiento que imposibilite su identificación visual normal en las diligencias que se practiquen.


	f) Fijación como domicilio, a efectos de citaciones y notificaciones, la sede de la Fiscalía competente, a la cual se las hará llegar reservadamente a su destinatario.


g) Utilización de procedimientos tecnológicos, tales como videoconferencias u otros adecuados, siempre que se cuenten con los recursos necesarios para su implementación. Esta medida se adoptará para evitar que se ponga en peligro la seguridad del protegido una vez desvelada su identidad y siempre que lo requiera la preservación del derecho de defensa de las partes”.


�.	Creado mediante Resolución N° 052-2008-MP-FN, del 15 de enero del 2008.


�.	Decreto Supremo 020-2001-JUS aprueba el Reglamento de la Ley 27378 (06/07/2001). Artículo 4.- Las disposiciones establecidas en este reglamento alcanzan a los colaboradores, testigos y peritos.


�.	Decreto Supremo 020-2001-JUS aprueba el Reglamento de la Ley 27378. Artículo 9.


�.	Rec34 e indicadores1.1.f y 1.2.a (cuantitativo).


�.	Rec.28 e indicador 2.3.2.


�.	Rec32.


�.	Rec32 e indicadores de la sección 2.2.Servicios basados en las preguntas del cuestionario de la Primera Ronda de Evaluación Multilateral.


�.	Oficio Nº 726-2010-MP-FN-GG/OCPLAP de la gerencia de Planificación del Ministerio Público


�.	Los sociodramas se usan para presentar situaciones problemáticas, ideas y contrapuestas, actuaciones contradictorias, para luego suscitar la discusión y la profundización del tema.


�.	El PRONELIS es el Programa Nacional de Enseñanza Legal para la Inclusión Social. Se creó mediante Resolución Ministerial N° 292-2007-JUS y tiene por finalidad informar a la población sobre los derechos constitucionales, con el objeto que puedan acceder a la justicia de manera equitativa.


�.	Fuente LIO.


�.	Sección tomada del punto 4 del documento de indicadores, y recomendaciones de Andrew Morrison a la sección de Información y Estadística del Informe Hemisférico; Rec.39 y 40.


�.	Recomendación 51, también recogida por Andrew Morrison.


�.	Sugerencia de Andrew Morrison.


� Indicadores cualitativos de la sección 3.


�.	De acuerdo a la Declaración sobre Feminicidio del CEVI(MESECVI/CEVI/DEC.1/08), del 15 de agosto del 2008, el feminicidio es “la muerte violenta de mujeres por razones de género, ya sea que tenga lugar dentro de la familia, unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal; en la comunidad, por parte de cualquier persona, o que sea perpetrada o tolerada por el Estado y sus agentes, por acción u omisión”


�.	Indicadores cuantitativos de la sección 3.


�.	Rec. 46, también recogida en las sugerencias de Andrew Morrison.


� La violencia contra la mujer: feminicidio en Perú, elaborado por el Centro de la Mujer Peruana Flora Tristán y Amnistía Internacional. 


�.Oficio Nº 726-2010-MP-FN-GG/OCPLAP de la gerencia de Planificación del Ministerio Público


� Ley de protección frente a la violencia familiar. Art.5.


�.Creado mediante Resolución N° 052-2008-MP-FN, del 15 de enero del 2008.


� Instituto de Defensa Legal. Justicia Comunitaria en los Andes: Perú y Ecuador. Las Mujeres en las Justicia comunitaria: Víctimas, Sujetos y Actores. IDL: Lima, 2009. Página 96. 


� Ibíd. Pág. 97.


� Acuerdo Plenario Nº 1-2009/CJ -116 del 13 de noviembre de 2009. Página 6.


� Ibid. Pág. 97. Encontramos en ese sentido que una mujer afirmó sobre las consecuencias negativas de insistir en la convivencia: “las autoridades le hacen regresar una y otra vez a su casa; hasta que al final el hombre la ha matado, tiene muchos hijos. Si eres casada así te hacen regresar qué vas a hacer, así pues hasta que le han matado”. 


� Información extraída de la web del Ministerio Público.  �HYPERLINK "http://www.mpfn.gob.pe/iml/distritos_dml/servicios_dml.php?iddj=43"�http://www.mpfn.gob.pe/iml/distritos_dml/servicios_dml.php?iddj=43� (revisado 28 de mayo de 2010).


�.Decreto Supremo N° 017-93-JUS.


� JUSDEM. Protocolo de atención para facilitar el acceso de la ciudadanía a la justicia. Lima, 2006.






